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PROLOGO 

El derecho inicia su paso de la era salvaje. a la· 

civilizada cuando establece reglas de 

social y decide que unos hombres ( los 

comportamiento 

sacerdotes, los 

ancianos) resuelvan cuándo y en qué forma se han 

infringido esas leyes y deciden guardar la pena aplicable 

a tal infracción. 

Aparece la justicia arbitral en las primeras etapas de la 

humanidad como una necesidad del hombre. En una sociedad 

don�e la fuerza era un medio de justicia que sólo conocía 

el límite de quien la ejercía, se impuso una nueva 

necesidad de una justicia más humana hace que el diferendo 

se someta a la decisión final· de un anciano.Así lo 

hicieron 

América. 

hebreos, celtas y algunas comunidades de 

Existe una forma de justicia arbitral la que surgió en 

Grecia hacia el año 1520 antes de Cristo:Los consejos 

anfictiónicos resolvían los conflictos entre los grupos 

étnicos. Estos se conformaban con doce ancianos represen 
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tantes de las diferentes tribus. Existieron también 

árbitros de carácter público elgidos al azar entre 

cuarenta y cuatro patriarcas que conocían las causas 

criminales y públicas.· 

Con el ·transcurso el derecho y la organización del Estado, 

el arbitraje adquiere un carácter más o menos obligato 

rio, lo que coincide ·con el nacimiento de las jurisdic 

ciones por parte del Estaao; pierde su carácter netamente 

voluntario y entra a formar parte de la mecánica jurídica. 



1. EL PROCESO ARBITRAL

1.1. DEFINICION, TERMINOLOGIA, PRINCIPIOS 

Guillermo Cabanellas ae Torres describe el arbitraje como 

una institucci6n jurídica complej� que "configura un acto, 

un proceaimiento y una resoluci6n 111 • Es un acto porque las

partes comparecen a la vista o audiencia en la que 

presentan su causa e impugnan la ajena.El procedimiento lo 

constituyen las diversas formaliaades y trámites desde que 

se pone en marcha este sistema de composici6n hasta que se 

aicta la sentencia, que se · denomina laudo arbitral y 

contiene lo resuel�o por el o los árbitros. 

Patricio Aylwin Az6car.define:el.arbitramento como: "Aquel 

a que las partes concurren de común acuerao o por mandato 

aei" legislador y que se verifica ante tribunales 

especiales distintos a los establecidos permanentemente 

_.por el Estado., eleg i_dos por sus propios interesaaos o por 

1ci taao por GUERRERO FIGUEROA, Guillermo. Derecho Colee
tivo del Trabajo. Bogotá: Temis, 1977. p.215. 



4 

autoridad judicial o por un tercero en determinadas 

ocasiones 112 •

La definici6n cobija realmente todas las situaciones que 

se pueden dar para que exista arbitramento en Derecho 

Laboral. 

definici6n 

Sin embargo, en nuestra 

tendría una variante: en 

legislaci6n tal 

los Tribunales 

convocados para decidir conflictos de intereses, quien 

designa los· árbitros es la autoridad administrativa 

( Ministerio de Trabajo), no la autoridad judicial, 

conforme al procedimiento que se verá más adelante.En los 

conflictos jurídicos esta definici6n es, a nuestro juicio, 

completamente válida. 

Aunque las normas que regulan el arbitramento se 

encuentran en buena parte en el C6digo Sustantivo del 

Trabajo, �ste constituye una institución de derecho 

procesal, mediante la cual se ejerce un tipo especial de 

jurisdicci6n. Los árbitros, así no presten un servicio 

permanente, son jueces que ejercen una funci6n pública. 

Aunque usaremos las palabras indistintamente es convenien 

te resaltar que se distingue entre los t�rminos "árbitro" 

y "arbitrador" (latín: arbiter y arbitrator): el primero 

2
AYLWIN AZOCAR, Patricio.El juicio arbitral. Edit. Jurídi 

ca de Chile, 1958. p.21. 
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aesigna a la persona que tiene por función aeciair un 

conflicto jur íai co, el segundo, es aquella que tiene el 

encargo de deciair un conflicto de intereses.El árbitro al 

aeciair en derecho, está sujeto a unas normas preestable 

cidas, en cambio, el arbitrador, al decidir en equidad, 

cumple su función aviniendo los intereses ae las partes en 

conflicto. El arbitrador ejecuta su labor con libre 

albedrío, segGn su gusto o voluntaa, sin sujeci6n o 

conaici6n alguna, .y el árbitro cuida ae la aplicaci6n del 

reglamento, como lo señala el Diccionario de la Academia 

3de la Lengua 

Jos� Enrique Arboleda·_ Valencia explica cómo el t�rmino 

"árbitro" ha de emplearse cuando la controversia se debe 

decidir exclusivamente en derecho y el t�rmino "arbitra 

dores" o "amigables componedores", se debe emplear cuando 

la aecisi6n del conflicto deba producirse ex eguo et bono 

4 
a su leal saber y entender. 

Di ce el maestro colombiano: " la funci6n de aquel"Ios 

( los árbitros) se ciñe a los t�rminos de las normas jurí 

dicas que regulan el caso sub lite y, por eso, deben ser 

3
Diccionario de la Lengua Española. "Il.9- Ed. Espasa Calpe 

S.A. Madrid, España, 1970. 

4
ARBOLEDA VALENCIA. Op.cit. p.261. 
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abogados; la de los segundos puede extenderse hasta 

transigir las pretensiones opuestas y de esta manera su 

sentencia contiene una conciliaci6n. Por este motivo los 

arbitradores no necesitan sér profesionales de� derecho. 

Y agrega: Es posible que coincidan aquellas aos funciones 

en miembros de un mismo tribunal, quienes actGan entonces 

en calidad de "árbitros-arbitradores" los que, a más de 

fallar en derecho, deciden también en equidad o en 

conciencia las discrepancias sometidas a su prudente 

. . . 5 
]Ul.Cl.O. 

El procedimiento arbitral está regido por los mismos 

principios que rigen cualquier proceso laboral. Sin 

embargo, las características propias del arbitraje hacen 

que algunos de esos principios tenga� variantes: 

Los Tribunales de Arbitramento que, con el fin de que 

decidan sobre conflictos jurídicos, se pactan en Conven 

cienes Colectivas de Trabajo, suelen precisar las formas 

de ese proceso; demanda, contestaci6n, sistemas para 

aportar prueba, término para fallar, etc. 

De no pactarse en la Convenci6n Colectiva el procedimien 
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to a seguir o en los vacíos que en ese pacto existan, se 

aplican las normas de los G6digos Procesales Laboral y 

Civil, éste último por aplicaci6n anal6gica. 

La soluci6n de los conflictos econ6micos tiene establecida 

su forma procesal en los C6digos Sustantivos y Procesal 

del Trabajo y es aplicable también el C6digo de Procedí 

miento Civil, por el mandante contenido en el artíulo 145 

del C.P.L. por ejemplo, cuando se presentan incidentes o 

recusaciones. 

El principio de ;I.a inmediación se consagra en el proceso 

arbitral cuando se ordena que el Tribunal no puede actuar 

válidamente sin que la concurrencia, en todas las 

ocasiones, de los árbitros que lo integran. 

Es evidente que el proceso arbitral es mucho más ágil que 

el proceso or�inario, por lo cual se puede afirmar que el 

principio de celeridad y economía procesal se cumple con 

mayor eficacia. 

El principio de la oralidad también está consagrad� en -los 

Tribunales de Arbitramento en nuestro Derecho Laboral. Las 

actuaciones se efectúan a través de audiencias (art. 42 

del C.P.L.) 
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Se ven restringidos los ·principios de gratuidad y publici 

dad pues los ernol urnentos que devengan los árbi tres y el 

secretario del Tribunal deben ser cancelados por las 

partes.En los Tribunales de Arbitramento en los conflictos 

económicos los honorarios son cancelados por el Ministe 

rio del Trabajo.Los emolumentos del secretario son pagados 

por las partes. 

No existen formas legalmente consagradas para notificar 

las decisiones que torne el Tribunal · salvo la providencia 

que decide de fondo el conflicto que debe ser notificada 

en forma personal a las partes. 

1.2. EL ARBITRAMENTO Y LA FUNCION JURISDICCIONAL DEL 

ESTADO 

Los filósofos de la ilustración desarrollaron el terna de 

la separacíón de los poderes del Estado.La objetivación de 

esta necesidad de la organización social por parte de 

Montesquieu y Rousseau principalmente, llevó al pueblo 

francés a entender que la soberanía reside en el pueblo. 

Fue este principio uno de los motores intelectuales de la 

Revolución Francesa. 

De las tres ramas en que se dividió el poder público, la 

jurisdiccionalidad es aquella en la que las personas 

designadas por el Estado dicen el derecho (juris dicent). 
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La palabra "jurisdicción" aparece en el lenguaje jurídico 

con distintos significados. Muchas de las dificultades que 

la doctrina. no ha podido aún superar, provienen de esta 

circunstancia. 

En el derecho de los países latinoamericanos este vocablo 

tiene, por lo menos, cuatro acepciones: como ámbito terri 

torial; como sinónimo de competencia, como conjunto de 

poderes o autoridad de ciertos órganos del poder público y 

su sentido preciso y técn�co de función pública de hacer 

. . . 6 
Justicia. 

La jurisdicción, según Chiovenda "es la función del Estado 

que tiene por fin la actuación de la vol untad concreta de 

la ley( .... ) para hacerla prácticamente efectiva"
7 

Hernando Devis Echandía entiende por jurisdicción en 

sentido estricto: "La función pública de administrar jus 

ticia, emanada de la sob.era·nía del Estado y ejercida por 

un órgano especial.Tiene po� fin la declaración o 

·realización del derecho y la tutela de la libertad 

individual y del orden jurídico, mediante la aplicación de 

6
coUTURE, Eduardo. Fundamentos en Derecho Procesal Civil. 

Buenos Aires: Albastros, �985. p.2 7. 

7 
CHIOVENDA, Gi usseppe. Instituciones de Derecho Procesal 

Civil. Vol. II. Madrid: Revista de Derecho Privado, 
1954. p.2 .. 
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la ley en los casos concretos, para obtener la armonía y 

. l 
8 paz socia es... . 

La jurisdicci6n -dice el mismo autor- puede ser considerada 

en dos aspectos: a. Como un derecho público del Estado y 

su correlativa· obligaci6n para los particulares. b.Como 

una obligaci6n jurídica de derecho público del Estado, ae 

la cual se deduce el derecho subjetivo público de toda 

persona de recurrir ante él, a fin de poner en movimiento 

su jurisdicci6n mediante el ejercicio de la acci6n.9

El art.58· de nuestra Constituci6n así lo prevé 1cuando 

señala: La justicia es un servicio público a cargo de la 

Naci6n que se administra por la Corte Suprema de Justicia, 

los Tribunales de Distrito Judicial y demás tribunales y 

juzgados que establezca la ley. 

Siendo la jurisa;cci6n un servicio público a cargo de la 

Naci6n cabe pr·eguntarse, por qué raz6n, árbitros 

desig�ados. por las rartes o por la ley para una funci6n 

particular, específica y temporal pueden administrai 

8DEVIS ECHANDIA, HernandD. Compendio de Derecho Procesal.
Tomo l. 9 ea. Bogotá: ABC, 1983. p.79. 

9op.cit. Loe. Cit.
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justicia, derogando así la función jurisdiccional del

Estado. Surge una segunda pregunta: ¿Cuál es el·fun9amento 

y la naturaleza jurídica del arbitramento? 

La primera pregunta se resuelve analizando la constitucio 

nalidad de la justicia arbitral. 

La Sala Plena de la Corte Suprema de Justicia, en 

sentencia del 29 de Mayo de 1969, que por su importancia 

transcribimos en sus apartes más importantes, se pronunció 

de la siguiente manera: 

El arbitramento es una de las instituciones más sólida 

mente establecidos en el derecho, no sólo porque siempre se 

le ha considerado como una forma eficaz de dirimir 

conflictos, que no se opone a ningún principio de la 

ciencia jurídica, sino porque tiene evidentes ventajas 

prácticas para quienes lo utilizan y para el orden social 

mismo, en cuyo mantenimiento o restablecimiento colaboran 

los árbitros a veces más oportuna y más objetivamente que 

los jueces propiamente dichos. 

·[ ... ] La juridicidad y la conveniencia de la institución

le permitieron adquirir un desarrollo completo después de

los juristas romanos [ ... ].
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La funci6n o facultaa ae airimir los conflictos ae aerecho 

encomenaaaa a los particulares,' que para los romanos tuvo 

una simple semejanza con la funci6n o activiaaa 

propiam�nte 

positiva la 

jurisaiccional, 

tenaencia a 

ha proaucido en 

equiparar los 

la técnica 

árbitros a 

veraaaeros jueces y a regular el arbitramento 

paralelamente a los veraaaeros juicios� •. · Y es que también 

c:omo en el cóaigo ae Procedimiento Civil que rige 

actualmente en el país, se aice que la aarninistraci6n ae 

justicia se ejerce en casos especiales por particulares, 

en calidad ae árbitros (artículo lo.) y se aestinan los 

artículos 1214 y si�uientes a regular el arbitramento 

objeto ael compromiso, al mismo tiempo que meaiante la Ley 

2a. ae 1938 se permite a las partes que celebran un 

contrato pactar la obligaci6n ae someter las aiferencias 

surgidas de ese contrato a la decisión de árbitros o 

arbi traaores que han ae obrar como se previene en el 

Título XLVII del C6digo Judicial, sin que deba olvidarse 

que la Ley 28 ae. 1932 encornena6 a las Cámaras ae Comercio 

la funci6n ae "servir de Tribunal ae Comercio para 

resolver corno árbitro o amigable cornponeaor las 

aiferencias que ocurran entre comerciantes". 

Y tanto en la Ley 2a. ae 1938 como el C6aigo ae 

Procedimiento Civil se previó que la decisión arbitral 
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puede ser en aerecho o en conciencia, a eleci6n libre ae 

las partes, si éstas no pactan expresamente la aecisi6n en 

conciencia o equiaaa. 

Por esta inclusi6n del arbitramento entre los 

proceaimientos que regula el C6a igo ael ramo, aébe ser 

tratado como un veraaaero proceaimiento, sea simplemente, 

"aa similituaem iuaiciorum" como aijo Paulo, sea como 

veraaaero juicio, [ ... ] Mas no es solamente por esta raz6n 

de mera técnica positiva por lo que aebe ser trataaa asf la 

cuesti6n sino porque conceptualmente se trata ae eso, ya 

que, como toao proceaimiento, es un meaio ae acci6n que 

tiene por objeto la efectiviaaa ae los aerechos sustanti 

vos, dentro ae un oraen preestableciaos que permite a los 

árbitros el cumplimiento ael encargo conferiao a ellos por 

las partes y que facilita también a éstas una ampl�a y 

met6aica aiscusi6n ae sus derechos.Pero es un 

proceaimiento que ai fiere sustancialmente ael común ae los 

procedimientos estrictamente ·juaiciales, · por varias 

razones que lo tipifican de manera especial, porque no lo 

adelantan personas investidas de manera permanente de la 

jurisaicci6n ael Estado, para decidir en nombre de la 

República, sino por particulares aesignados para ello por 

las partes, que derivan del acuerdo de éstas últimas la 

facultad de decidir con efectos de sentencia, por el solo 

ministerio de la ley, sin necesiaad de homologaci6n o 
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confirmación judicial posterior, porgue es un 

procedimiento que no puede ser utilizado por toda clase de 

personas, sino por aquellas que tengan capacidad legal 

para transigir-, ésto es, que puedan directamente y ante sí 

terminar un litigio pendiente o precaver uno eventual, y 

porque no toda controversia puede ser sometida a arbi 

tramento, sino aquellas sobre las cuales sea lícito o 

permitido transigir. 

[ .•. ] La discusión sobre el carácter jurisdiccional o 

simplemente privado o convencional del arbitramento, 

especialmente en algunas 

suministra abundante e 

de sus formas, ha 

importante material 

dado y 

a la 

especulación jurídica , pero cualquiera que sea la tesis 

que se acoja incide · en la decisión que la Corte adopte 

sobre le exequibilidad del Título XLVII del Código de 

Procedimiento Civil y de la Ley 2a de 1938. Porgue el 

arbitramento tal como está regulado en dichas disposicio 

nes legales, o tien� carácter privado · o tiene carácter 

jurisdiccional, en 

(arbitramento . en 

todas sus formas o en algunas de ellas 

dereho, arbitramento en equidad, 

arbitramento libre o arbitramento forzoso). 

Si el arbitramento tiene carácter privado, porgue consti 

tuye un caso especial de solución de conflictos de derecho 

por los particulares, no puede considerárselo inconsti tu 
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cional, toda vez que esta forma de resolver controversias 

de mero derecho privado, en asuntos sobre las cuales se 

puede transigir, no está ni expresa ni tácitamente prohi 

bida en la Constitución. Por eso naaie ha dudado hasta 

ahora de la juridicidad y la constitucionalidad del 

contrato de transacción, mediante el cual los particulares 

pueden no solamente precaver un litigio eventual, sino 

terminar uno pendiente e inhibir así, en forma meramente 

contractual a los jueces ordinarios ae la jurisdicción ae 

que est�n investidos o privarlos de la competencia 

aaquirida ya en la relación con el litigio pendiente que 

sustraen a su conocimiento. Por otra parte, la potestad de 

resolver diferencias de carácter patrimonial no es función 

privativa o exclusiva del Estado, como supremo creador de 

derechos o dispensadcr de justicia. El ideal no es una 

sociedad organizaaa es que no haya conflictos entre sus 

miembros, ésto es, que todos ellos se conduzcan 

pacíficamente dentro de la órbita de sus propios derechos. 

Pero, ante la dificultad de obtener la. realiza::::i6n de 

esta aspiración surge como subsidiaria la posibiliqad de 

que los mismos particulares directamente o por medio de 

compromisarios, siempre que abren aentro del orden 

pGblico, es decir, que sólo dispongan sobre aquellas·cosas 

que atañen exclusivamente a su interés particular y sobre 

las cuales 

libremente, 

pueden ejercer 

como consecuencia 

la facultad 

apenas del 

de disponer 

derecho ae 
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propiedad y la libertad contractual que los garantiza la 

Constitución Política. 

Y si el arbitramento tiene carácter jurisdiccional como 

una especie de habilitación legal de los particulares, 

para participar en la función pública de administrar 

justicia, como verdaderos jueces ocasionales o como

simples auxiliares de justicia, tampoco puede

considerarse inconstitucional dicha institución.Porque en 

el artículo 58 de la Constitución -el que invoca el 

demandante -se advierte expresamente el "administran 

justicia" "la Corte Suprema de Justicia, los Tribunales 

Superiores y juzgados que establezca la ley". En otras 

palabras, la ley puede organizar o establecer Tribunales y 

Juzgados que administren justicia, además de los previstos 

expresamente en la Constitución. Por lo cual no puede 

negarse al legislador la facultad de organizar tribunales 

especiales o simplemente ocasionales o transitorios, como 

los tribunales de arbitramento, los cuales son calificados 

reiteradamente en el Título XLVII del Código de 

Procedimiento Civil,- o como las Cámaras de Comercio, que, 

según se prevé en la Ley 28 de 1931 tienen la función 

permanente de servir de tribunales de arbitramento para 

resolver corno árbitros o amigables componedores las 

diferencias que curran entre comerciantes. Por otra parte, 
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cuando en el mismo artículo 58 de la Coristitución se dice 

que "la justicia es un servicio a cargo de la Nación" lo 

que se establece es que ese servicio debe ser costeado a 

cargo del Tesoro Nacional.· 

Finalmente, el hecho de que en el artículo 164 de la 

Contitución Nacional se establezca que "la ley podrA 

instituir jurados para causas criminales" no puede servir 

de argumento para demostrar que hace falta una autoriza 

ción semejante para . que por medio de la simple ley se 

est.ablezcan o autoricen los tribunales de arbitramento. 

Porgue ademAs de que, ·como ya se dijo, el artículo 58 de 

la misma Constitución autoriza al legislador para 

organizar Tribunales y Juzgados, la historia del 

establecimiento del principio constitucional indicado es 

la que mejor fija su verdadero sentido y alcance. En 

efecto, sin necesidad ae precepto constitucional como 

reflejo de los progresos que en este sentido se han 

realizado en occidente, especialmente;• en Inglaterra, el 

legislador colombümo introdujo el juicio por jurados para 

a�untos criminales [ ...... ]. 

En sentencia del 26 de Agosto ae 1976, la Sala �lena de la 

Corte Suprema de Justicia, con ponencia del Doctor 

Guillermo Gonz ález Charry aeclaró exequible el art. 115 
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del Decreto 150 de 1976 en el cual se creaba un Tribunal 

de Arbitramento para decidir las controversias que 

pudieran surgir en relación con un contrato de empréstito 

internacionaal. La misma sentencia declar6 inexequible que 

una Corporación Internacional haga las veces de árbitro 

por acuerdo de las partes, pues con ello se viola la 

soberanía nacional. 

Una tercera sentencia sobre la constitucionalidad de los 

Tribunales de Arbitramento fue proferida el 28 de Julio de 

1977, por la Sala Plena de la Corte Suprema de Ju�ticia, 

con ponencia del Magistrado Eustorgio Sarria, en la cual 

se reitera la primera de las nombradas. 

Resuelta, a través de las jurisprudencias mencionadas, la 

primera pregunta sobre la derogatori� de la. función 

jurisdiccional del Estado, contestemos la segunda sobre el 

fundamento y la naturaleza jurídica del arbitramento. 

La razón de ser del arbitramento -:-como institución de 

derecho procesal - la explica Patricio Aylwin Azócar en 

los siguientes términos: 

Si el juzgamiento de los litigios, en general, tiene 

importancia colectiva y, por consiguiente, carácter 
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público, la mayoría de las controversias s6lo afectan a 

los individuos entre los cuales se producen. En cada caso 

particulaar en que ésto ocurre, el Estaao no puede 

desconocer a los interesados las facultades que poseen de 

disponer libremente de sus derechos y someterlo a jueces 

1 1. f. 
10 que es merezcan amp 1a con ianza. 

La explicaci6n que el mencionado autor da a la instituci6n 

arbitral es válida en los conflictos jurídicos de trabajo: 

El compromiso o la cláusula compromisoria por medio de las 

cuales patrono y trabajador o patrono y sindicato pactan 

que los conflictos jurídicos que entre ellos surjan sean 

'dirimidos por Tribunales de Arbitramento, se basan en 

argumentos similares a los de Aylwin Az6car. 

Sin embargo en los conflictos econ6micos o de intereses, 

los fundamentos de la existencia de los Tribunales de 

arbitramento son otros: En primer lugar no se deciden 

controversias jurídicas sobre normas preexistentes sino 

que se pretende crear o modificar las mismas. 

El arbitrador en conflictos de intereses no dice el 

lOAYLWIN AZOCAR, Patricio. Op.cit. p.22.
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derecho sino que lo crea, en razón de la misma del 

conflicto laboral, diferente a cualquier otra rama del 

derecho. 

Y de la anterior razón surge el segundo fundarnento:En este 

tipo de conflictos el Tribunal Arbitral no decide en 

derecho sino en equidad. 

Algunos autores le dan el arbitraje el carácter de un 

contrato, con las característias del encargo que se 

efectúán en el contrato de mandato, ya que los árbitros se 

comprometen a realizar un trabajo intelectual .con miras a 

un resultado final, que es un acto jurídico sui generis, 

en un tiempo determinado. 

Otros autores manifiestan que el arbitramento tiene 

carácter jurisdiccional. Estos autotes, entre los cuales 

está José María Manresa y Navarro, señalan: 

"Si bien es cierto que el árbitro deriva su poder del 

compromiso de las. par�es en lo que pudiera asimilarse al 

mandatario sin embargo desempeña su función corno juez y 

corno tal es independiente y aut6norno [, .. ].Desempeñan los 

árbitros f"unci6n jurisdiccional y sus resoluciones tienen el 

caráter de.verdaderas sentencias 1111 

11citado por MONROY CABRA, Marco Gerardo. Arbitraje Comer 
cial. Bogotá: Ternis, 1982. p.6. 
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La naturaleza juríaica del arbitramento en derecho laboral 

es sui generis y se debe diferenciar entre los conflictos 

jurídicos y los económicos. 

En la solución de los conflictos jurídicos no cabe duda de 

que los árbitros actúan corno jueces, en nombre ae la 

justicia, por autoridad de la ley y con absoluta 

independencia� El hecho ae que se acuda al Tribunal ae 

Arbitramento por acuerdo de las partes, da a la con 

vocatoria del Tribunal su natuialez� contractual, peto el 

Tribunal en sí mismo y los árbitros indepenaienternente 

considerados son jueces y la naturaleza de la instituci6n 

es eminentemente jurisdiccional. 

En la solución de los conflictos econ6rnicos o ae intereses 

el Tribunal 

pcrque, aún 

de Arbitramento tiene 

cuando el Tribunal 

naturaleza legal, 

sea voluntario la 

existencia ael mismo no tiene origen diferente de la Ley. 

Se debe tener siempre en cuenta que la solución de estos 

conflictos es en equidad y que por lo tanto la justicia 

ordinaria no puede decidirlos porque sus jueces fallan en 

derecho. 

En cuanto al procedimiento a seguir se conocen dos 

sistemas fundamentales de arbitraje. 
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- Autónomo Convencional o Libre: Por medio del cual las

organizaciones de_trabajadores y empleadores, dentro de la 

autonomía que la ley les otorga, establecen tambi�n 

autónoma y voluntariamente el arbitraje, eligiendo su 

forma, sus órganos y su procedimiento. 

- - Legal:Dentro del cual se distinguen tres sistemas:

- Amplio .Nace de la ley, pero el procedimiento lo señalan

las partes. 

-·Restringido. Su nacimiento y procedimiento lo señala la

ley. 

- Estatal.El Tribunal es un órgano del Estado permanente y

con funciones y procedimientos indicados en la ley. 



2. EL ARBITRAJE COMO MEDIO DE SOLUCION DE LOS CONFLICTOS

JURIDICOS 

2.1. EL COMPROM.ISO Y LA CLAUSULA COMPROMISORIA 

Los conflictos jurfdicos pueden ser sometidos a la 

decisi6n de un Tribunal de Arbitramento pues asf lo 

permite el articulo �30 del C6digo de Procedimiento 

Laboral cuando establece: "Los patronos y los trabajado 

res podrán estipular que las controversias que surjan 

entre ellos por raz6n de sus relacciones de trabajo sean 

dirimidas por arbitradores". 

La doctrina diferencia entre compromiso y cláusula compro 

misoria.Se denomina cláusula compromisoria aquella que se 

pacta entre los contratantes con el objeto de que los 

conflictos que puedan surgir del mismo sean dirimidos por 

uno o varios árbitros. 

El articulo 131 establece que "la cláusula compromisoria 

deberá hacerse constar siempre por escrito, bien en el 

contrato individual, en el c6ntrato sindical, en la 
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convención colectiva, o en cualquier otro documento 

otorgado posteriormente". 

Y se entiende por compromiso el pacto que efectúan las 

partes que ya están en conflicto con el objeto de que 

terceras personas -árbitros- decidan el conflicto a que 

están avocadas. El mismo artículo 131 ordena que debe 

constar por escrito "[ ... ] o en cualquier otro documento 

otorgado posteriormente". 

Los Códigos Procesal Civil y Procesal Laboral no definen 

el compromiso ni la cláusula copromisoria, como lo hizo el 

artículo 2o. de la Ley 2a. de 1938 que definió ésta como 

"aquella en virtud de la cual las partes que celebran un 

contrato se obligan a someter a la decisión arbitral todas 

las diferencias que· de él puedan surgir o algunas de 

ellas". 

Enrice Redenti define el compromiso como : "[ ... ] Un acto 

por medio del cual dos o más personas convienen en 

encomendar y encomiendan a una o más personas distintas, 

(árbitros) quienes aceptan y asumen el cargo de decidir 

determinadas 

(partes)". 

controversia s surgidas entre las primeras 

Y define la el áusula compromisoria como : " [ •... ] un acto 
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accesorio o accidental a otro contrato (o relaci6n) 

principal ( de derecho sustancial) con la que las partes 

convienen encomendar y encomiendan ( desde ahora para más 

adelante) a una o más personas distintas (árbitros). el 

encargo de decidir las controversias que pueden surgir 

. 12entre ellas" 

Afirma que la cláusula compromisoria puede derivarse de 

una relación preexistentes que no nazca de un contrato; en 

estos casos el acuerdo o contrato compromisorio se pacta 

de futuro, para un objeto aGn no determinado, sino 

determinable en orden a la relación principal; la 

determinación del objeto en concreto se efectüa una vez 

º
d 1 

. . . 13 
surg1 as as controversias 

El presupuesto de todo ésto es que la ley consienta a las 

partes privadas �erogar, ergo evadirse del régimen 

ordinario de la administración de justicia, para atribuir 

convencionalmente funciones hasta cierto punto vicarias de 

los jueces ordinarios a otros sujetos ( personas ff s icas) 

n·o investidas institucionalmente de funciones públicas, 

sino que sólo por la voluntad de dichas partes obtienen, 

en caaa caso, la atribucci6n del encargo.
14 

12
REDENTI, Enrico. El compromiso y la cláusula compromiso 

ria. Buenos Aires: Europa-América, 1961. p.l. 

13
rbid. 

14
Ibid. 
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Con respecto a la naturaleza del compromiso y de la 

cláusula compromisoria señala que la mayoría de los 

autores sostienen que el acuerdo entre las partes para 

obtener la solución del conflicto por medio del 

arbitramento tiene el carácter de un contrato civil y un 

.objeto y contenido procesal. 

El compromiso o de la cláusula compromisoria no atañen 

solamente a alguna que otra si tuaci6n particular o algún 

que otro ·e�isodio en particular relativo al proceso, sino 

que afectan al régimen del ejercicio de las acciones en 

sentido sustapcial y a la suerte de esas mismas accio 

15nes. 

Con respecto a la relación partes-árbitros,. opina que ese 

vínculo constituye un contrato de mandato, ya que los 

árbitros prometen la prestaci6n de una obra intelectual, 

con miras a un resultado final que se obligan a 

suministrar en un tiempo previamente convenido, dando como 

resultado un acto jurídico sui generis. El árbitro no es 

responsable de lo que decida, así el laudo sea luego 

impugnado o anulado, salvo en caso de dolo o fraude. 

Para otros 

15 
't Op. c 1. •

autores en cambio, el arbitraje tiene 
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naturaleza de juicio y por ende naturaleza jurisdiccio 

nal.Aunque el árbitro derive su posición del compromiso, 

desempeña funciones de juez y como tal, es independiente y 

16autónomo y dicta su fallo en derecho 

·neben distinguirse dos momentos diferentes, tanto en el

compromiso corno en la cláusula compromisoria: El primero,

cuando las partes interesadas en la solución del

conflicto, presente o hipotético, pactan que éste sea

decidido por árbitros. Ello constituye por sí solo o como

parte de otro un acuerdo de voluntades, un contrato, a

nuestro juicio típico con trato de compromiso. Un segundo

momento lo constituye la efectividad misma del compromiso

o la cláusula compromisoria, en donde los árbitros, por

operancia del acuerdo de autorización de la ley adquieren 

el carácter de jueces y deciden el conflicto jurídico que 

se haya puesto a su conocimiento y jurisdicción. 

En sentencia de homologación del 18 de Mayo de 1988 en 

ponencia a.el Dr. Jacobo Pérez Escobar de · la Honorable 

Corte dijo al respecto: 

En el conflicto jurídico las partes si lo quieren derogan 

16 Conf. CHIOVENDA, Guisseppe. Op�cit. p.35.
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la jurisdicci6n ordinaria por mutuo acuerdo, mediante 

el compromiso o la cláusula compromisoria y someten su 

deferendo a los árbitros . para que ellos, al igual que lo 

haría el juez ordinario a quien reemplaza en el 

cumplimiento de sus funciones, falle en aerecho con 

aplicaci6n ae una norma preexistente al litigio [ .... ]. 

2.2. ASPECTOS DEL ARBITRAJE JURIDICO Y ECONOIIICO 

De acuerao con lo anterior, en Colombia, a nuestro juicio, 

el arbitraje juríaico tiene cuatro características: 

- Es un veraaaero proceso, por cuanto el conflicto entre

las partes es sometiao a la aecisi6n ae un Tribunal ae 

Arbitramento. Los árbitros son jueces en aerecho que 

tienen la funci6n jurisaiccional. 

- Tiene origen contractual, aaao que supone un convenio

entre las partes para sustraer ae los jueces permanentes y 

estatales la competencia con respecto al conflicto que las 

aiviairá o la aivide. 

- El compromiso y la cláusula compromisoria implican la

creaci6n actual o futura ae un tribunal arbitral, por 

cuanto en este país no existe este tipo ae tribunales 

ae manera permanente, salvo los pactaaos en la Convención 
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Colectiva ae Trabajo. 

- El Tribunal Arbitral como jurisaicci6n excepcional que

es, aebe ceñirse únicamente al litigio en cuesti6n, al 

conflicto objeto ael arbitraje. Por esta raz6n le está 

veaado al tribunal de arbitramento el fallo ultra o extra 

petita. 

2.3. ASUNTOS QUE SE SOMETEN A LOS ARBITROS 

Existen tres clases ae procesos ante la justicia ordinaria 

laboral; 

orainario. 

el de 

Veremos 

fuero sindical, el ejecutivo y el 

c6mo los árbitros solo pueaen deciair 

sobre los conflictos que, de no existir el compromiso o la 

cláusula compromisoria, se ventilarian en un proceso 

ordinario. 

Los procesos de fuero sinaical, en sus aos versiones, 

afectan bienes jurtaicos supra-indiviauales y por tanto no 

pueaen someterse a Tribunal de Arbitramento. Con todo 

acierto el Tribunal Superior ae Bogotá di jo, en sentencia 

ael 29 ae · Octubre de 1971, con ponencia ael Magistrado 

Arturo Linares Ortega: 

El fuero sinaical es un bien juridico instituiao por la 

ley en beneficio de la organización sindical a que perte 
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nece el aforaao. De ahí porque se haya consiaeraao por la 

acetrina y la jurisprudencia del trabajo una típica 

institución de aerecho colectivo ael trabajo, lo que a su 

vez aetermina el interés preaominante de la sociedad y 

ael Estado sobre el ae la persona que ostenta el fuero. 

Por manera que perteneciendo a esta clase de bienes jurí 

aiccos de los que no es lícito aisponer arbitrariamente, 

fuerza incluir que no pueae ser materia ae juicio 

arbitral
17 .

El proceso ejecutivo laboral, por la naturaleza coactiva 

que lleva implícita, tampoco puede ser dirimiao por 

árbitros. El art .].00 ael Código ae Proceaimiento Laboral 

establece. que es exigible ejecutivamente por la juris 

dicción ordinaria laboral el cumplimiento ae una 

obligación originaaa en una relación ae trabajo que emane 

de una decisión arbitral en firme, y esa facultad 

ejecutiva no se otorga en forma alguna a los árbitros. 

Hemos afirmado que solo pueaen someterse a arbitramento 

aquellos conflictos que se ventilarían en un proceso 

ordinario, de no mediar el ·compromiso o la cláusula compro 

miseria. Sin embargo se aebe tener en cuenta que la juris 

17 
Citado por: JIMENEZ DIAZ, Ernesto. Actualiaaa Laboral. 

Ne.O. Bogotá: Noviembre - Diciembre, 1983. p.4 
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prudencia y la doctrina nacionales imponen otra limitaci6n 

al compromiso y a la cláusula compromisoria: es necesaria 

la especificaci6n clara y precisa de los asuntos que serán 

decididos por el �ribunal de Arbitramento.Así lo ha 

manifestado la Corte Suprema de Justicia -Sala Laboral- en 

sentencias del 2 de Febrero de 1972, 19 de Junio de 1972, 

5 de Mayo de 1975, 8 de Noviembre de 1976, 28 de Octubre 

de 1977, 11 de Octubre de 1978 y 4 de Octubre de 1970, 

entre otras: 

En relaci6n con este tema, Ernesto Jiménez Díaz anota que 

sin la cláusula compromisoria se pacta en el contrato 

individual de trabajo: 

[ ... ] El Tribunal Superior de Bogotá ha sostenido que es 

requisito necesario e indispensable para su validez,· que 

en el contrato de trabajo se señalen o mejor se 

especifiquen y se singularicen lo� aspectos o asuntos que 

serán materia del conocimiento de los arbitradores: y que 

cuand_o sea concebido en forma general e indeterminada, 

por _ quebrantar los principios atrás anotados, no es de 

aceptación e impide su conocimiento por parte de los 

últimos, así se haya pactado iniciaimente y mucho antes de 

18que se presentara el conflicto jurídico entre las partes. 

18 
O . L . t JIMENEZ DIAZ, Ernesto. p.cit. oc . ci . 
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La cláusula compromisoria es legal, entonces, cuando, si 

no existiera tal cláusula, el conflicto que habrá de 

decidir el tribunal de arbitramento se tramitaría mediante 

el proceso ordinario laboral y cuando se ha pactado 

especificando claramente. los temas, aspectos o asuntos que 

puede conocer el tribunal de arbitramento. 

En caso de mayor ocurrencia es que la cláusula compromiso 

ria es.té pactada en la Convenci6n Colectiva de Trabajo. 

Empleador y sindicado consideran que es mejor, más rápida 

quizás, la soluci6n de las controversi� que surjan entre 

el pa·trono y los afiliados a la organizaci6n sindical, 

mediante el Tribunal de Arbitramento.· 

Mediante sentencia de 11 de Febrero de 1954 la Sala 

Laboral de la Corte Suprema de Ju$ticia dijo que el 

compromiso o la cláusula compromisoria son renunciables 

por una parte si la otra-no se opone y ello es así porque 

la jurisdicci6n arbitral en Colombia es excepcional. 

2.4. TRABAJOS ARBITRALES DE CARACTER PERMANENTE 

El Arbitraje pactado en la Conven�i6n Colectiva de Trabajo 

puede ser de carácter permanente y "todo lo relacionado 

con su constitución, competencia y procedimiento" se suje 
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tará a los términos ae esa convención, al aecir ael 

artículo 139 ael Cóaigo ae Proceaimiento Laboral, y sólo a 

falta ae aisposición especial se �plicarán las normas ael 

Capítulo XVIII ae .esa misma coaificación. 

El Decreto Legislativo 2017 ae 1952, reglamentario ael 139 

ael C.P.L. reza: 

Artículo lo.- Es ae competencia privativa ae los tribuna 

les o comisiones ae conciliación y arbitraje, o ae los 

organismos que hagan sus veces,el conocimiento y aecisión 

ae los conflictos o controversias que ae acuerao con la 

respectiva convención, pacto o fallo arbitral les 

corresponaa airimir a tales entiaaaes. 

No poarán en consecuencia, conocer ae tales asuntos los 

juzgaaos y tribunales ae la jurisaicci6n especial ael 

trabajo.Caso ae estario hacienao, pasarán aichos negocios 

en el estaao en - que _ se - encuentren al tribunal o comisión 

corresponaiente. 

El Decreto exceae la norma que reglamenta, cuanao permite 

que los tribunales o comisiones ae conciliación y arbi 

traje conozcan ae las aecisiones ae los conflictos y 

controversias 

que no es 

que se acueraen en fallo arbitral, puesto 

competencia ae los árbitros ael tribunal ae 
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arbitramento en conflictos económicos establecer 

comisiones de arbitraje permanentes o fijarles su 

competencia. Asi lo dijo la Corte Suprema de Justicia en 

. sentencias de 11 de Octubre de 1961, del 16 de Marzo de 

1964, y en homologación del 20 de Febrero de 1967. 

Vale la pena citar aqui al auto de 9 de Mayo de U950 del 

Tibunal Superior del Trabajo: 

En el arbitramento de un determinado litigio del trabajo 

las funciones de los árbitros son transitorias y se agotan 

con la decisión que dicten.No ocurre lo mismo con respecto 

del arbitramento permanente que se ejerce por medio de 

comisiones creadas al efecto en una convención colectiva 

de trabajo y que tienen funciones constantes a la manera 

de los jueces del ·Estado.Estas comisiones sui generis 

revelan en forma cabai por su origen y finalidad el 

particularismo del derecho del trabajo, su t�cnica jurfdica 

propia.Serfa, por tanto, necio negarles carta de 

naturaleza dentro de los organismos que integran la 

jurisdicción especial del trabajo.19

En sentencia del 5 de Octubre de 1987, con ponencia del 

l 9 � · b 1 C 1 b . O ' t. 3 6 8 Regimen La ora o om 1ano. p.c1 . p. .
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Doctor Juan Hernánaez Sáenz, la Corte Suprema de Justicia 

Sala Laboral, dijo con respecto a las comisiones de 

conciliación y arbitraje: 

El articulo lo. ael Decreto Legisl�tivo 2017 de 1952 

permite· que mediante convenciones colectivas de trabajo, 

pacto o laudos se establezcan tribunales, comisiones de 

conciliación y arbitraje u organismos semejantes para que, 

a la manera y reemplazo del juez del contrato, conozcan y 

decidan sobre los conflictos y controversias que· se 

susciten entre el empleador y los empleados, cuya 

naturaleza debe preestablecerse. 

Una provisión de aquella fndole, jurfaicamente equivale a 

una cláusula compromisoria, mediante la cual patrono y 

trabajadores de manera previa y voluntaria sustraen del 

conocimiento ae _la juiisdicción permanente establecida por

el Estado ciertos litigios, para someterlos a la decisión 

ae personas particulares, que vienen a ejercer dentro ae 

su ámbito concreto funciones judiciales, para zanjar en 

forma in.deleble y definitiva la litis o el conflicto de 

que se trate. 

Naturalmente, estos tribunales o comisiones de 

conci liaci6n y arbitraje deben tener carácter permanente 

en cuanto a las personas que lo integran, sin que esté al 



36 

mero talante del patrono, del sindicato o de los trabaja 

dores removerlos o reemplazarlos intempestivamente en su 

encargo, así como también han de asemejarse en su 

estructura y funcionamiento a los que son propios de los 

jueces del Estado, es decir, deben garantizar la audiencia 

plena de las partes involucradas en el conflicto y su 

derecho a aducir pruebas que re�palden los puntos de vista 

que sostenga, para que así lo decidido por el tribunal o 

la comisión, se funde en un suficiente conocimiento de la 

causa que dirimen y llegue a tener completa validez como 

sentencia la ·resolución que profiera. No debe olvidarse 

que tales organismos son verdaderos cuerpos constituídos 

por particulares que adiministran justicia y que, por 

ende, han de observar también, como los jueces ordinarios, 

las reglas que tutelan los recíprocos derechos de las 

partes vinculadas a un proceso que contiene la 

Constitución Polttica.20

Según Arboleta Valencia 

arbitraje se caracterizan: 

los tribunales o comisiones de 

- Por su permanencia.No son ocasionales para un

determinado conflicto· [ ..•. ] tienen car�cter permanente

2 O · d ' D t . T XVI Jurispru encia y oc rina. orno . No.192. Diciembre, 
1987. Legis. p.1287. 
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por el término ae la respectiva Convenci6n. 

- Por sus facultaaes. La constitucción ae aichos 

tribunales, sus poaeres, su competencia, el procedimiento 

a seguir, queaan a la vol untaa ae las partes, que no 

tendrían limitación distinta de la emanaaa de los 

derechos y garantías establecidos en la Contitución 

Nacional, sobre todo las referentes al aerecho de aefensa 

y al debido proceso. 

- Por su extensión. [ . . . .  ] Comprenae los conflictos 

jurídicos aeterminados en la correspondiente Convención 

[ •..• ] sustituyen en forma permanente la competencia de 

los jueces ordinarios creando su propia jurisaicción 

especial, tanto m�s extensa cuanto mayor sea el número de 

trabajador-es cobijaaos por la Convención respectiva. 

- Por su exclusividad: [ ..• ] no podrían los titulares de un 

contrato indiviaual (patrono y trabajaaor) dejar de 

someterle el· litigio para cuya decisión fue organizado 

recurriendo a los jueces ordinarios· pues estas dos 

voluntades inaividuales no pueden desconocer el querer 

colectivo expresado en la Convención creaaora de dicho 

tribunal o Comisión de arbitraje permanente.21

21ARBOLEDA VALENCIA, José Enrique. Op.cit. p.265.
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Entonces, si una de las partes inicia un proceso ante la 

jurisdicción ordinaria mediando compromiso o cláusula 

compromisoria, la excepción de incompetencia de 

jurisdicción propuesta por la otra, debe prosperar, o el 

juez oficiosamente y por la misma razón, debe declararla 

probada según el parágrafo del artfculo lo. del. Decreto 

2017 de 1952 pero debe·dar cumplimiento a lo ordenado por 

el artfculo 670 numeral So. del C.P.C. aplicable por 

analogía: 

Si del asunto objeto del arbitraje conoce un juez, se 

ordenará la entrega del expediente al presidente del 

tribunal previa solicitud de éste, acompañada de la copia 

de la correspondiente actuación. En tal caso, el tribunal 

tendrá en cuenta las pruebas aducidas en el juzgado. 

2.5. REQUISITOS PARA SUSCRIBIR CONTRATOS 

Si para suscribir un contrato las partes deben ser 

capaces, deben serlo también para suscribir el compromiso 

o la cláusula compromisoria, por ello los trabajadores o

patronos _mayores de 14 años pero menores de 18 deben 

hacerlo mediante sus representantes. 



2.6. DESIGNACION DE LOS ARBITROS 
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El artículo 132 del C6digo de Procedimiento Laboral 

contempla varias alternativas para la designación de los 

árbitros: 

- La designací6n de uno o varios árbitros se efectuará

como a bien lo tengan las partes o por intermedio de 

"corporaciones nacionales de cualquier clase". 

Si no se ha acordado la manera de designarlos, cada· 

parte nombrará el suyo y éstos "como primera providencia 

designarán un tercero que con ellos ·integre el tribunal". 

- Si en 24 horas los árbitros escogidos por las partes no

designan el tercero, la designación corresponde al 

inspector del trabajo o en su defecto al alcalde del 

1 ugar. 

-·si la parte. obligada a nombrar árbitro no lo hiciere o

se mostrare renuente, el juez del lugar·, previo requeri 

miento de tres aras procederá a designarlo". 

Nótese que si los árbitros. designados por las partes no 

designan al ·tercero, su nombramiento corresponde al 

Inspector del Trabajo, pero si es una de las partes la 
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renuente a la designación del suyo, el nombramiento lo 

hará el juez del 1 ugar. Este juez es el laboral, pues el 

conflicto es de trabajo, salvo que �n el lugar no exista, 

caso en el cual se deben aplicar las normas sobre 

competencia laboral de los jueces promiscuos municipales y 

del Circuito Civil contenidas en el Código de Procedimien 

to Laboral y si es del caso el de Procedimiento Civil. 

2.7. IMPEDIMENTOS Y RECUSACIONES - PROCEDIMIENTO 

Los árbitros.pueden declararse impedidos o ser recusados 

por las mismas razones que los jueces ordinarios, pues 

ostentan esa misma calidad. 

El impedimento o la recusación se tramitará conforme lo 

dispone el artículo 668 del Código de Procedimiento Civil. 

La decisión que tomen los �rbitros restantes, si el 

recusado n6 acepta el imp�dimento, en caso de empate, será 

de conocimiento del juez competente, el laboral quien 

decide de plano.De similar manera se actuará conforme al 

mismo artículo cuando el árbitro sea único o cuando dos de 

ellos se declaren impedido está indicado 

133 del Código ae Procedimiento Civil. 

en el artículo 

También es aplicable el artículo 664 del Código de Proce 

dimiento Civil que ordena que los árbitros sean colombia 
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nos abogado�, pues la sentencia debe dictarse en derecho. 

2.8. SENTENCIA ARBITRAL 

A diferencia del Código de Procedimiento Civil, que 

permite que la decisión de los §rbitros se dé en derecho o 

en conciencia e incluso prevé la posibilidad de que los 

§rbitros concilien las pretensiones opuestas (artículo 664

o.rdinal 5o· .. C.P.C.) en el Tribunal de Arbitramento en con

flictos jurídicos de trabajo sólo es factible el fallo en 

derecho, porque la leg islacción pocesal laboral no prevé 

el fallo en conciencia y para efectos de la competencia no 

es factible aplicar el principio de la analogía. 

En homologación de fecha 20 de Octubre de 1949, el 

Tribunal de Trabajo dijo: 

Los §rbi tros del artículo 4 5 del Código Sustantivo del 

Trabajo son distintos a los previstos en este artículo 130 

porque aquellos tienen el car§cter ae 

reglamentación y ejercen una jurisdicción 

mientras que éstos ejercen una jurisdicción 

22Régimen Laboral Colombiano. Legis. p.369.

en 

§rbitros de 

en equidad,. 

derecho. 22
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El término para proferir el lauao es ae aiez aras contaaos 

a partir ae la fecha ae integración del tribunal. Las 

partes, corno lo inaica el artículo 135 ael C.P.L. poarán 

ampliar ese plazo. 

El tribunal se integra cuanao se han posesionado él o los 

árbitros y no se han declarado probaaos los motivos ae las 

recusaciones que contra él o ellos se han propuesto o si 

se han aeclaraao probaaos, se han reernplazaao legalmente. 

Son las partes las que ae comGn acuerao amplían el plazo 

para fallar. El artículo 669 ael e. P. e. a ice, 11 las 

partes pueden prorrogarlo ae cornGn acuerao por término 

fijo ... 11 • En sentencia ael 16 ae Mayo ae 1985, la Corte 

Suprema ae Justicia aijo que la prórroga ael término para 

fallar es prerrogativa ae las partes, que la suspensión ae 

los términos es prerrogativa ae los árbitros o de la ley y 

que el fallo extemporáneo es nulo. 

Tal corno lo ha manifestado la Corte Suprema ae Justicia en 

casos de tribunales ae arbitramento en conflictos 

económicos, el tribunal arbitral en conflictos jurídicos 

aebe solicitar la ampliación ael término para fallar antes 
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de que se venza el período inicial o el de la prórroga 

anterior, aunque la ampliación del término se conceda on 

posterioridad. Así lo establece el artículo 669 del C.P.C. 

y por ejemplo la sentencia ae homologaci6n cel 21 ae 

Septiembre de 1972. 

Si el laudo se profiera fuera del término establecido por 

el artículo 135 del C.P.L. o de las prórrogas concedidas 

por las partes, es inexistente por incompetencia ae los 

árbitros. El 21 de Febrero de 1957 la Sala Laboral de la 

Corte Suprema de Justicia se pronunció en este sentido con 

respecto a los tribunales de arbitramento constituídos 

para decidir tanto en conflictos econ6micos como 

jurídicos. 

El artículo 136 del C.P.L. indica que el laudo arbitral 

debe acomodarse en lo posible a las sentencias que dictan 

los jueces en los juicios ae trabajo, y el artículo 140 

del e. P. L. ordena que el mismo debe notificarse 

personalmente a 

juzgc;:tda y que 

homologación. 

las partes, que hace tránsito a cosa 

solo es susceptible del recurso de 



3. EL ARBITRAMENTO HERRAMIENTA DE SOLUCION DE LOS

CONFLICTOS ECONOMICOS Y JUR.IDICOS 

3.1. TRIBUNALES DE ARBITRAMENTO OBLIGATORIOS Y VOLUNTARICS

ASUNTOS DE SU COMPETENCIA

Para la solución de los conflictos económicos del trabajo, 

nuestra legislación contempla dos tipos de tribunales de 

arbitramento: obligatorios y voluntarios. 

3.2. OBLIGATORIOS 

Los Tribunales de Arbitramento son obligatorios: l. Cuando 

se presentan conflictos colectivos de trabajo en los 

servicios püblicos. 2.Cuando es la solución del conflicto 

por la que optan los trabajadores. 3. Cuando así lo decide 

el Ministerio· de Trabajo y 4. Cuando lo, ... determina el 

Presidente de la RepGblica. 

3.3. POR VOLUNTAD DE LOS TRABAJADORES 

Nuestra legislación contempla en nuestro entender, tres 

eventos diferentes en los cuales si los trabajadores 

deciden que el conflicto colectivo económico sea resuelto 
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por un Tribunal de Arbitramento, éste adquiere la calidad 

de obligatorio.Tales posibilidades, son las siguientes: 

- La prevista en el Decreto 939 de 1966, convertido en

legislación permanente por medio de la ley 48 de 1968, el 

cual establece en su artículo lo.: 

- Cuando una huelga se prolongue por 30 aras sin que las

partes encuentren fórmula de solución al conflicto que dio 

origen al cese de actividad es, los trabajadores podrán, 

dentro ae los 10 aras siguientes, solicitar al Ministerio 

del Trabajo que el diferendo se someta a la decisión de un 

Tribunal de Arbitramento Obligatorio, caso en el cual se 

aplicarán las disposiciones legales vigentes. 

- La solución de arbitramento será decidida en votación

secreta y papeleta escrita por la mayoría absoluta de los 

trabajadores de la empresa o por la asamblea general del 

sindicato o sindicatos que estén afiliados más de la mitad 

de los trabajadores. Antes ae celebrarse la Asamblea se 

dará aviso a las autoridades del trabajo para que éstas 

puedan presenciar y comprobar su desarrollo. 

La segunda hip6tesis del tribunal de arbitramento 

obligatorio por decisión de los trabajadores es la 



46 

conternplaaa en el artículo 3o. numeral 2o. ae la Ley 48 ae 

_1968, que aispone: 

.- En cualquier momento antes ae la aeclaraci6n ae huelga o 

aurante su aesarrollo, el sinaicato· o sinaicatos. a que 

estén afiliaaos más ae la rnitaa ae los trabajaaores o en 

aefectos ae éstos, los trabajaaores, en asamblea general, 

poará (sic) solicitar que las aiferencias precisas 

respecto ae las cuales no se haya proauciao acuerao entre 

las partes en las etapas ae arreglo airecto o ae 

conciliación, (conteniaas en el pliego ae peticiones ae 

los trabajaaores corno proyecto ae convención colectiva o 

.ae pacto colectivo ae trabajo), sean sometiaas al fallo ae 

un Tribunal ae Arbitramento obligatorio, constituíao en la 

forma que se aeterrnina más aaelante. 

El Ministerio ae Trabajo, ae oficio o a solicitua ael 

sinaicaao o sinaicatos o en defecto ae éstos,· de los 

trabajaaores en .. asamblea general, someterá a votación ae 

la totalidaa a� los trabajaaores ae la empresa ei desean o 

no sujetar las rnencionaaas aiferencias a fallo arbitral, y 

si la mayoría absoluta ae ellos optare por lo primero, no 

se suspenderá el trabajo o se reanuaará dentro ael término 

máximo ae tres (3) aías hábiles si se hallare suspenaido 

y se convocara aentro ae los dos (2) aras hábiles 
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siguientes el tribunal de arbitramento obligatorio llamado 

a proferir dicho fallo. 

El texto en par�ntesis fue declarado inconstitucional por 

decisión ae la Corte Suprema de Justicia del 12 de junio 

de 1970. 

La tercera posibilidad de Tribunal de Arbitramento 

Obligatorio por voluntad de los trabajadores es la 

contemplada en el artíulo 9o. de la Ley 39 de 1985, que 

ordena: 

- Concl uído el término legal señalado para la etapa de

mediación, sin que se hubiere logrado acuerdo total, se 

realizará una Asamblea General de los Trabajadores 

directamente comprometidos en el conflicto que deberá 

tomar la decisión de optar entre la declaratoria ae la 

huelga o la convocatoria de un Tribunal de Arbitramento. 

La huelga o la solicitud de Arbitramento serán decididas, 

en votación secreta, por la mayoría absoluta de los 

trabajadores que deban integrar la Asamblea. 

Antes de celebrarse la Asamblea se dará aviso a las 

autoridades· del trabajo para que puedan presenciar y 

comprobar su desarrollo. Este aviso deberá darse con una 
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antelación no inferior a cinco (5) aras hábiles. 

La norma que se acaba de transcribir fue reglamentada 

mediante el Decreto 477 de 1986 el cual reza: 

- Artículo lo.- Concluida la etapa de mediaci6n sin que

las partes hubieren logrado acuerdo total sobre los puntos 

materia del diferendo, se realizará una asamblea general 

de los trabajadores afiliados a la entidad sindical a 

través de la cual se hubiere promovido el conflicto, o de 

los trabajadores no organizados, si fueren éstos quienes 

lo plantean, a través de la presentaci6n y trámite legal 

del respectivo pliego de peticiones, asamblea que deberá 

tomar la decisión de optar entre la declaratoria de huelga 

·o la solicitud al Ministerio de Trabajo y Seguridad

Social, de convocatoria de un tribunal de arbitramento

obligatorio.

- En el. caso de, que los trabajadores pertenecientes al

sindicato o sindicatos directamente comprometidos en 

conflicto, no alcanzaren a reunir la mayoría absoluta de 

los trabajadores permanentes de la empresa o estableci 

mientes respectivos, no podrán declarar la huelga y por 

consiguiente sí tendrán la facultad de solicitar la 

convocatoria de un tribunal de arbitramento obligatorio. 
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Si tales trabajadores no hicieren uso de esta fa�ultad, el· 

Ministerio de ·Trabajo y Seguridad Social podrá convocar el 

mencionado tribunal, con el fin de dar soluci6n definitiva 

al conflicto promovido por la presentaci6n 

, peticiones, en armonía con el artículo 

del pliego de 

9o. y demás 

disposiciones 

Trabajo. 

concordantes del C6digo Sustantivo del 

La huelga o la solicitud cel tribunal de arbitramento 

serán decididas dentro de los diez ( 10) días hábiles 

siguientes a la terminaci6n de la etapa de med:i.aci6n en 

votaci6n secreta y por la mayoría absoluta de los 

trabajadores sindical izados que deban integrar la 

asamblea, en su condici6n de directamente comprometidos en 

el conflicto. 

Antes de celebrarse la asamblea se dará aviso a las 

autoridades del Ministerio de Trabajo para que éstas 

puedan presenciar y comprobar su desarrollo. Este ayJso 

deberá darse con una antelaci6n no inferior a cinco ( 5) 

días hábiles. 

Por medio de auto del 1 7 de Marzo de 1987, la secci6n 

segunda . del Honorable Consejo de Estado, suspendi6 

provisionalmente la parte en negrillas. 

Dos diferencias fundamentales existen en los tres casos 
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anteriores: la primera en cuanto al momento en que se 

puede solicitar la Convocatoria del Tribunal de Arbitra 

mento y la segunda con respecto a las personas que puedan 

tomar esa opción.Las examinaremos separadamente. 

3.4. MOMENTO DE LA CONVOCATORJI:A 

Los supuestos de· hecho de la posibilidad a) (Decreto 939 

de 1966) son: la existencia de una huelga, que ésta se 

haya prolongado� por más de 30 días, que los trabajadores 

opten por solicitar la �onvocatoria de un Tribunal de 

Arbitramento y que ello se haga dentro de los 10 días 

siguientes.El momento pues para solicitar la convocatoria 

del tribunal se dá entonces entre los 30 y· 40 días de 

huelga. 

La posibilidad contemplada en el artículo 3o. numeral 2o. 

de la ley 48 de 1968, es más amplia: " en cualquier

momento, antes de la declaratoria de la huelga o durante 

su desarrollo ... ", €sto es desde que termina la Media�ión 

y hasta ante� de que el conflicto haya terminado. 

La tercera posibilidad desde el punto de vista del momento 

de la convocatoria del tribunal arbitral no incluye el 

período previo a la huelga y tampc-co su desarrollo; pues 

ella establece la opción de efectuar la huelga o solicitar 
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la convocatoria ae un tribunal arbitral, lo que excluye que 

el cese colectivo ae activia acles se haya aecretaao o se 

esté aesarrollanao. 

Esta Gltima posibiliaaa era la que contemplaba el artículo 

31 ael Decreto 2351 ae 1965 que fue subrogaao por la ley 

39 ae 1985 ya que aquella norma inaicaba el mismo mom�ntQ 

a entro del proceso ae negociación colectiva, en que se 

aebía optar por la huelga o el tribunal ae arbitramento 

que inaica hoy la ley 39. El artíulo 31 del 2351 oraenaba 

en su parte pertinente: 

"Terminadas las etapas ae arreglo directo y ae. concilia 

ci6n de las partes, sin q�e se hubiere logrado un arreglo 

del conflicto, los trabajaaores podrán optar por la 

aeclarat6�ia ae la huelga o por solicitar al Ministerio ae 

Trábajo que el diferenao se · someta a la aecisi6n ae un 

Tribunal ae Arbitramento Obligatorio". 

Los comentarios que sobre la primera y la tercera opción 

hacen los maestros González Charry y Camacho Henrtquez 

siguen s ienao perfectamente vál iaos aGn con el cambio 

legislativo anotaao. El primero ae ellos afirma: 

Cabe anotar que los casos contemplaaos en el artículo 31 y 

en el Decreto 939 de 1966 (hoy Ley 48 ae 1968) .son 
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diferentes como lo anota razonablemente la Corte, pues 

mientras en el primero los frabajaaores pueden solicitar 

una vez terminadas las etapas ae arreglo di recto y de 

conciliación sin ·arreglo alguno, .la constitución ae un 

Tribunal de Arbitramento, sin término especial señalado 

estableciéndose así una opción para ellos, y en cambio en 

el segundo caso, la ley establece términos especiales de 

duración de la huelga, en primer término y de solicitud de 

Tribunal de Arbitramento en segundo lugar [ .... ]. Esta 

situación, que permite afirmar la subsistencia ae los aos 

casos en las modalidades y consecuencias que ae ellas se 

desprenden se funda en primer lugar en el texto ·del primer 

inciso del artícu+o 3o. de la ley mencionada ( Ley 4 8 de 

1968) conforma a la cual los Decretos Legislativos 2351 de 

1965 y 939 de 1966, seguirán rigiendo como leyes después 

de levantado del Estado de Sitio, con las modificaciones 

·y adiciones siguiehtes [ ..•.. ] lo que significa que donde

no se hubieran introducido modificaciones o adiciones al

Decreto 2351 de ]:965 y en lo pertinente éste quedaba

vigente, y además en el artículo 31 que se viene

mencionando no se hace referencia ni a la modalidad ni al

caso traídos por el Decreto 939 de donde se colige que no

fue modificado ni adicionado, ni derogado por la ley en

mención.

En consecuencia, 1a enumeración y separación qu� hace la 
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Sala Laboral de la C�rte aparece correcta
23

·

Se refiere González Charry a la sentencia del 12 de junio 

de 1970 saia Plena de la Corte Suprema ae Justicia. 

Al expedirse la ley 39 de 1985, y con ella su artículo 9o. 

se modificó únicamente la posibilidad contemplada .en el 

artículo 39 del Decreto 23 51 de 1965 y no las otras dos 

pues . indicaba, "Terminada la etapa de arreglo directo y 

la de conciliación de las partes .... 11 y aquella ordena: 

11 Concl uído el término legal señalado para la etapa de 

mediación".La Ley 39 cambió la etapa de conciliación por 

la mediación. 

A est.e mismo momento (terminada la etapa de Mediación), 

dentro de la negociación colectiva se refiere al Decreto 

Reglamentario 477 de 1985, tal como en su texto lo hemos 

visto. 

No es sin embargo, · ést.e el criterio expresado por el 

Honorable Consejo de Estado de fecha 9 de Ma,rzo de 1988, 

con ponencia del magistrado Doctor Jaime Paredes· Tamayo 

cuando sostiene que la ley 39 de 1985 derogó la Ley 48 de 

23
GONZALEZ CHARRYA, Guillermo. Op.cit. p.334 y Conf. CAMA 

CHO HENRIQUEZ, Guillermo. Op.cit. p.238. 
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3.5. PERSONAS QUE TOMAN LA DECISION 
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El Decreto 939 de 1966 ordena que la decisión de optar por 

el tribunal de arbitramento la to�en la .mayoría absoluta 

de los trabajadores de la empresa o la asamblea general 

del sindicato, si éste es mayoritario. 

En el evento contemplado en la Ley 48 de 1968, artículo 

3o. la decisión de acudir al Tribunal de Arbitramento se 

torna de la misma manera que en el caso anterior; en 

principio es decisión de la Asamblea Ge�eral del Sindicaio 

si éste es mayoritario, si no lo es, es del resorte de la 

Asamblea General de Trabajadores de la Empresa. 

Esta misma situación se daba dentro de la vigencia del 

artículo .31 del Decreto 2351 de 1965, · subrogado como se 

dijo� por el aitículo 9o. de la ley 39 de 1985, 

re�lamentado por el Decreto 477 de 1986. 

Existía pues, antes de la vigencia de la Ley 39 de 1985, 

24
Radicación No.18O Ref: Consulta del Ministerio del· Tra 

bajo sobre interpretación de la ley 39 de 1986 (Sic). 
Decreto 47 7 de 1986. Sindicatos Minoritarios Consejo 
de Estado sala de Consulta. 
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en los tres eventos inaicaaos con un solo sistema para 

solicitar la convocatoria ael Tribunal Arbitral. 

Al expeairse la Ley 39 ae 1985 se suscitó inmeaiatamente 

la confusión, _que persiste, respecto ae quienes integran 

la "Asamblea General ae los Tra�ajaaores, airectamente 

comprometiaos en el conflicto", que son las personas que 

segün el articulo 9o. aeben tomar la aecisión ae " ... optar 

por la aeclaratoria ae la huelga o la convocatoria ael 

tribunal ae arbitramento". 

Hay quienes sostienen que ese compromiso sólo lo aaquieren 

las personas afiliadas al sindicato, las cuales han 

presentado un pliego de peticiones para que después de los 

trámites legales se suscriba una Convención Colectiva o 

se convoque un Tribunal. ae Arbitramento para que profiera 

un laudo arbitral. 

Compartimos, hacemos nuestra la tes is, de quienes piensan 

que los trabajadores directamente comprometidos· en el 

conflicto no son ünicamente los afiliados del sindicato, 

por las siguientes razones: 

- Debe observarse que la norma ae "los 

directamente en el conflicto ri no ae los 

trabajadores 

afiliados al 

sindicato.Si el legislador hubiese querido que fueren 
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é�tos así lo hubiese sefialado. 

- Igual observaci6n debe hacerse al leer el inciso 2o. -del

mismo artículo 9o. de la Ley 39 en comento: "La huelga_ o 

la solicitud de arbitramento serán decididos ( .... ) por la 

mayoría absoluta de los trabajadores·que deban integrar la 

Asa.rnblea" .No se refiere la norma únicamente a los 

afiliados al Sindicato. 

- Si se piensa en que la Convenci6n Colectiva de Trabajo o

el Laudo Arbitral que surja de ese conflicto se puede 

aplicar por extensi6n a todos o a la gran mayoría de los 

trabajadores de la. empresa, es evidente que quienes están. 

comprometidos en el conflicto directamente son todos los 

trabajadores a quienes ésta pueda afectar positiva o 

negativamente. 

- Si el sindicato es minoritario, es absolutamente 

�ntidemocrático que la decisi6n sea tornada única y 

exclusivamente por· los trabajadores afiliados a él, pues 

tal decisi6n afecta, positiva o negativamente, a todos los 

trabajadores. 

- El artículo 51, numeral 7o. del C6digo Sustantivo del

Trabajo manifiesta que el contrato de trabajo de todos los 

trabajadores se suspende por efecto de la huelga y el 
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artículo 53 ael .cóaigo Sustantivo ael Trabajo oraena que 

aurante la suspensión ael contrato no hay obligación ae 

t 1 · · · 1 a 1 · 25pres ar e servicio ni a e pagar sa arios. 

- No están únicamente comprometiaos en el conflicto "los

que hayan planteaao y expresen su interés en solucionarlo 

meaiante los meaios que la misma Ley 39 ae 1985 les otorga 

en su artículo 9o. como lo aice el concepto ael Consejo ae 

Estado del 9 de Marzo de 1988 porque no pueae confundirse 

el planteamiento ael conflicto con el compromiso que 

implica su solución, que involucra a muchas más personas 

que las que lo plantean. 

- Si el sinaicato es ae Iriaustria no poarían las personas

a él afiliaaos tornar la aecisión ae declarar la huelga o 

solicitar la convocatoria del tribunal de arbitramento, 

puesto que en este tipo ae · organización sinaical tienen 

que estar afiliaaas personas que no trabajan para la 

Empresa en aonde se aesarrolla el conflicto y por enae no 

está "airectarnente cornprometiaa" con él. 

En esta hipótesis quienes deben solicitar la convocatoria 

25conf. CARDONA SERNA, Gelasio. Derecho Colectivo ael Tra
bajo. Publicaci6� de la Asociación de Abogados Labora 
listas al servicio ae los trabajadores. p.257. 
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al Sindicato de Industria, si son mayoritarios en ella, o 

todos sus trabajadores si no cuentan con esta calidad. 

Por otra parte, tal como lo afirmó el Tribunal Superior de 

Bogotá con ponencia del Doctor Arturo Linares Ortega; el 

7 de Mayo de 1988, [ ..• ] la Asamblea de Delegados del 

Sindicato de Industria paite del conflicto sub-exárnite no 

es, ni suple ni representa, a juicio de la Corporaci6n, a 

la Asamblea de Trabajadores directamente comprometidos en 

el conflicto, corno lo denomina el legislador [ ... ] 

- El numeral 3o. del art.3o. de la Ley 48 de 1968, antes

transcrito señala la manera corno los trabajadores designan 

su árbitro: Si el sindicato es mayoritario lo elige la 

asamblea general del mismo y si no lo es, la asamblea 

general de tr�bajadores. 

Se debe observar que esta norma no fue modificada por la 

Ley 39 de 1985, artículo 9o. ésta se refiere a las· 

personas que deben cptar entre.acudir al sistema arbitral 

o efectuar la huelga, pero no a la manera corno se elige el

árbitro, creando así con la desafortunada · Ley 39 otra 

incongruencia con la legislacci6n que venía rigiendo en el 

país. 
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Es obvio que las mismas personas que deciden c6mo se va a 

solucionar el conflicto, si mediante lá huelga o el 

Tribunal de Arbitramen�o, sean las que designan el 

árbitro, pero ello no fue plasmado por la norma. Al estar 

vigentes ambos texto� legales, exegéticamente hablando, 

unas personas son las llamadas a tomar la opci6n de acudir 

a la huelga o Tribunal de Arbitramento y otras a designar 

el árbitro. Habrá que acudir al principio de integraci6nae 

las normas legales para concluir que las mismas personas 

que optan por la opci6n de Huelga o Tribunal son las que 

ae�ignan el árbitro. 

El artículo lo., inciso lo. del Decreto Reglamentario 477 

de 1986, antes transcrito, plantea dos alternativas cuando 

ha concluido la etapa de mediaci6n sin que se haya logrado 

acuerdo sobr� los puntos materia del conflicto así: 

- Se debe realizar una Asamblea General de los 

trabajadores y afiliados al sindicato que hubieren 

promovido pues el conflicto, con el objeto de que opten 

por la huelga o por la solicitud de convocatoria a 

Tribunal de Arbitramento. 

- Si quienes plantean el conflicto fueren los trabajado

res no organizados, se efectuará el mismo procedimiento. 
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Suprime el Decreto Reglamentario la opción, que en nuestro 

entender continúa planteando la norma reg larnentaria, con 

respecto a que la opción de ir a la huelga o solicitar la 

convocatoria de un Tribunal de Arbitramento se decide .con 

el 

2o. 

mismo sistema contemplado 

de la Ley 4 8 de 1968 

en 

y 

el art f culo 3o. 

expresa, con 

numeral 

evidente 

desbordamiento 

reglamentarias, 

diferentes. 

a nuestro jui,::io ae las facultades 

dos posibilidades perfectamente 

- Si existe sindicato en la empresa en donde se desarrolla

el conflicto, independientemente -del número de sus 

afiliados, la decisión de optar por la huelga o. por el 

Tribunal de Arbitramento es de su incumbencia. 

- Si no lo hay, la decisión la tornan todos los trabajado

res de 1� empresa. 

La reglamentación del Decreto 477 es además de lo 

anterior, evidentemente antidernocrática pues se podrfa 

pensar que si el sindicato tiene 25 afiliados y la empresa 

1000 trabajadores, aquellos pueden suspender los contratos 

de trabajo �e los 975 no afiliados. Por la anterior razón 

se comparte básicamente los planteamientos efectuados por 

el Doctor Carlos Alvarez Pereira en la demanda de nulidad 

y solicitud de suspensión provisional del inciso lo. del 
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art.lo. del Decreto Reglamentario 47 7 de 1986 y discrepa 

mos total y radicalmente de las razones dadas por el 

Honorable Consejo de Estado en auto del 3 de Junio de 

1988, Sección Segunda para no suspenderlo provisionalmen 

te, cuando manifiesta: 

- El favorecimiento a las minorías a las que hace

referencia no concurrirá en la medida que _la decisión por 

la huelga se entienda tomada por la Asamblea General de 

los Trabajadores de la empresa o por el del sindicato o 

sindicatos involucrados, teniéndose en cuenta que para 

éste último caso la huelga no tendrá por qué ser acatada 

por los-trabajadores n� afiliados. 

Plantear, dentro de las circunstancias que se viven en el 

país y dentro de .la teoría general del derecho de hueJga 

que ésta puede ser realizada por los trabajadores del 

sindicato minoritario y que los trabajadores del sindicato 

· minoritario y que los trabajadores no afiliados a él no

deben acatarla es, a nuestro juicio, en primer término,

convocar a la violencia y en segundo 1 ugar, atentar de

manera grave contra los principios que informan el

artículo 18 de nuestra Constitución Nacional sobre el

derecho de huelga.

El inciso 2o. del art.lo. del Decreto Reglamentario 477 
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de 1986 fue suspendido· provisionalmente por Honorable 

Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, 

Sección Segunda, por medio del auto de Marzo 17 de 1987 

por demanda que contra él presentara el Doctor Pedro 

Manuel Charria Angulo. 

Este inciso planteaba que los sindicatos minoritarios no 

podrian votar la huelga pero si acudir al Tribunal de 

Arbitramento. 

Al ser suspendido este inciso, el señor Ministerio del 

_Trabajo se vio obligado a realizar la consulta del 9 de 

Marzo de 1988, a la que nos hemos referido anteriormente, 

planteando y explicando las siguientes cuestiones. 

Frente a esta disposición (se refiere a la ley 39 de 1985) 

han surgido di versas interpretaciones las cuales pued·en 

sintetizarse de la siguiente manera: 

1. Que el mandato contenido en el articulo 3o. numeral

2o. de la Ley 4 8 ae 1968 no se aplica, pues la Ley 39 de 

1985, lo modificó en cuanto a que la mayoria debe medirse 

en relación al número de trabajadores directamente 

comprometidos en el conflicto, pues son estos trabajadores 

los que deben integrar la asamblea que decidirá el ir a la 
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huelga o solicitar el Tribunal de Arbitramento. 

2. Que debe aplicarse el citado numeral 2o� del artíulo

3o. de la Ley 48 de 1968, en cuanto a que el sindicato 

(sic) que estén afiliaaos más de la mitad de los 

trabajadores, o en defecto �e éstos a la asamblea gen�ral 

de trabajadores, corresponde la solicitud de convocatoria a 

tribunal de arbitramento, y además, segOn la Ley 39 de 

1985 la declaratoria de huelga [ .... ]. 

Se pregunta entonces: 

suspendido el inciso 2o. del artículo lo. del Decreto 477 

de 1986, qué solución tendrá el conflicto planteado por un 

sindicato minoritario cuando de acuerdo a la segunda 

interpretación, no pueden ir a la huelga ni solicitar la 

convocatoria del Tribunal de Arbitramento, agotadas en 

debida forma las etapas respectivas -arreglos directos y 

mediación- cuando la filosofía de la negociación colectiva 

es, precisamente la solución del conflicto. 

Qué debe entenderse, de acuerdo a la Ley 39 de 1985 y para 

efectos de la negociación colectiva, por: 

a. Trabajadores directamente comprometidos en el 
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conflicto. 

b. Mayoría absoluta de los trabajadores que deban 

integrar la asamblea ¿a cuáles trabajadores se refiere? 

Las respuestas del Honorable Consejo de Estado. fueron las 

siguientes: 

- Al punto primero:El conflicto colectivo planteado por un

sindicato minoritario no· puede tener solución mediante 

aplicación del numeral 2o. del artículo 3o. de la Ley 48 

de 1968, porque esta Ley,qued6 derogada por la Ley 39 de 

1985. 

- Al punto segundo:De acuerdo a la ley 39 de 1985 y para

efectos de la negociación colectiva se entiende por 

trabajador·es directamente "comprometidos en el conflicto" 

los · que lo hayan planteado y expresen su interés en 

solucionarlo mediante los medios de la misma Ley 39 les 

otorga en su art.9o. 

- Al punto tercero:Los trabajadores que hayan planteado el

conflicto, sean o no sindicalizados son los que _deben 

integrar la asamblea que por mayoría absoluta opta por 

decidir la huelga o solucionar el arbitramento. 



65 

En el caso materia de esta consulta se entenderá por 

mayoría absoluta la que se constituye con la concurrencia 

a la asamblea de la mitad más uno y de los trabajadores 

sindicalizados o no y ias decisiones que la asamblea tome 

deberán adoptarse por la mitad más uno de los votos de los 

asistentes a dicha asamblea. 

En los anteriores términos se absuelve la consulta de la 

ref·erencia. 

Realmente la consulta del señor Ministro de Trabajo no 

fue, resuelta de manera clara y precisa, por el contrario, 

es vaga y crea confusi6n. 

Aunque se repitan planteamientos anteriores vale la pena 

anotar que si se acepta la derogación del numeral 2o. del 

artículo 3o. de la Ley 48 de 1968, hoy en día no es claro 

cuáles trabajadores deben votar en Asamblea General por la 

opci6n de acudir al cese colectivo de actividades o 

solicitar la convocatoria de un tribunal de arbitramento 

sobre todo si se tiene en cuenta que ésta última 

posibilidad fue suspendida privisionalmente, como se dijo, 

en el Decreto Reglamentario 477, lo que impediría su 

integracci6n; pero si se acepta que tal norma está 

vigente, como lo consideramos nosotros, es factible que se 

opte por una u otra posibilidad de la manera como ella lo 
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determina. 

La Ley 39 de 1985 es norma especial ya que se refiere a un 

momento específico de la negociaci6n colectiva, como lo 

dijimos, pero estando vigente el numeral 2o. del artículo 

3o. de la Ley 48 de 1968 y ante la ambigüedad de aquella 

se oebe acudir por vía de 

regula materia semejante 

hip6tesis de la ley 39. 

interpretación a ésta ya que 

y abarca, en el tiempo, la 

3.6. POR DECISION DEL MINISTERIO DE TRABAJO 

El artículo 2 del Decreto 939 de 1966 (Ley 48 de 1968) 

señala: 

- Cuando las partes de común acuerdo o los trabajadores,

no pidan la const i tuci6n del TRIBUNAL DE ARBITRAMENTO 

OBLIGATORIO, el Ministerio de Trabajo podrá ordenar que 

aquel se constituya para resolver, como en los casos 

anteriores, los puntos del pliego de peticiones sobre los 

cuales no hubo acuerdo en las etapas previstas en la ley. 

Como este artículo 2o_. se refiere al artículo lo. del 

mismo decreto, el Ministerio de Trabajo deberá esperar 40 

días de huelga para -poder hacer uso de esta facultad de 

manera discrecional. 
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De ella por razones de índole político, el Ministerio de 

Trabajo cada vez hace menos uso, prolongando 

indefinidamente las huelgas con las consecuencias que·ello 

conlleva para los trabajadores, para la empresa y para la 

economía del país. 

Con respecto a lo anterior deseamos transcribir por su 

importancia la opini6n del Maestro González Charry, cuando 

dice: 

[ ... ] el derecho de huelga no puede tomarse como absoluto 

en el sentido de que de él pueda hacerse uso por tiempo 

ilimitado o en forma indiscriminada, sin tener en cuenta 

para _nada los intereses de la comunidad. Podría decirse 

que esta comunidad a través de la Constituci6n Nacional ha 

garantizado el derecho de huelga, pero no para que aquella 

sea destruida, sino para que la clase trabajadora pueda 

obtener reivindicaciones. Pero si se llegase a un momento 

de confrontaci6n entre los intereses de la comunidad y los 

intereses de los sindicatos, el Gobierno puede poner 

término al perjuicio grave que pueda causarse y ordenar 

que pase el conflicto a ser resuelto por un Tribunal ae 

Arbitramento. No creemos que una norma de esta clase 

implique un cercenamiento del derecho legal ce huelga ni 

un atropello a los trabajadores, porque no creemos que el 

instrumento escogido, que es un tribunal de arbitramento, 
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sea un acto ae opresión, o una herramienta para perseguir 

1 . b . a 
26 

a os mismos tra aJa ores 

3.7. POR DECISION DEL PRESIDENTE DE LA REPUBLICA 

El numeral 4 ael artículo 3o. ae la Ley 48 ae 1968, 

- Si la huelga por raz6n ae su naturaleza o magni tua

afecta ae manera grave los intereses ae la economía 

nacional consiaeraaa en su conjunto, el Presiaente ae la 

República poará oraenar en cualquier momento la cesación 

ae la huelga y que los aiferenaos que la provocaron sean 

sometiaos al fallo arbitral. Pero el Presiaente no poará 

tomar esta aecisi6n sin el concepto previo y favorable ae 

la Sala Laboral ae la Corte Suprema ae Justicia. 

Se refiere la norma a la huelga que se_. aeclaren en los 

servicios privaaos puesto que si se trata ae servicios 

públicos no poará haberse real i zaao, sería ilegal. Esa 

huelga en el servicio privaao aebe estar afectaao ae 

manera grave los intereses ae la economía nacional en su 

conjunto. 

Nunca ha siao claro, por qué raz6n aebe emitir concepto 

26
GONZALEZ CHARRY, Guillermo. Op.cit. p.237. 
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favorable la Sala ae Cesación Laboral ae la Corte Suprema 

ae Justicia, entre juríaico que no necesariamente debe 

tener los conocimientos necesarios para_establecer cuándo 

y de qué manera se está afectando la economía nacional en 

su conjunto.La misma Corte Suprema así lo ha manifestaao. 

El numeral 4o. ael art.3o. ae la Ley 48 ae 1968 que creó 

este evento ae Tribunales de Arbitramento Obligatorio por 

aecisión ael Presidente ae la República fue aeclaraao 

constituccional meaiante sentencia ael 27 de Noviembre de 

1969, ae la corte Suprema ae Justicia. 

Los Tribunales ae Arbitramento convocados por aecisi6n del 

Ministerio del Trabajo y el que oraena el Presiaente de la 

República se aan cuando las personas que participan del 

conflicto permanecen en cese colectivo de activi�ades. 

3.8. VOLUNTARIOS 

La deriominación de "voluntarios" se origina en el convenio 

efectuado entre las partes, por meaio de la cláusula 

co�promisoria o el compromiso. Son voluntarios porque 

empleadores y empleados acueraan que la aecisión del 

confliccto colectivo económico, ·la efectúe el Tribunal 

de Arbitramento. 
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El artículo 34 ael Decreto 2351 ae 1965 en. su inciso 

segundo reza: "Los conflictos colectivos en otras Empresas 

podrán ser sometiaos a Arbitramento Voluntario por acuerao 

ae las partes". 

El art.455 ael c.s. de T. manifiesta: "El Arbitramento 

Voluntario, se regula por lo dispuesto en los capítulos 

VI, VII . y VIII del presen:te título, pero el árbitro 

tercero será designado por los de las partes y a falta de 

acuerdos por el Ministerio de Trabajo". 

Con respecto a la aesignaci6n del árbitro tercero no 

menciona la norm� ae manera expresa que si no hay acue�do 

entre los árbitros designados por las partes el tercero 

deba ser nombraao por el Ministerio ae Trabajo, de la 

lista elaboraaa por la Sala Laboral 9e la Corte Suprema de 

Justicia corno lo aice la Ley 48 ae 1968 en su artículo 3o. 

numeral 2. 

Por lo anterior, se pueae concluir que el nombramiento del 

árbitro tercero, en el caso del Tribunal ae Arbitramento 

Voluntario, éuando no es posible su designación "por los 

ae las partes" el Ministerio lo realiza discrecionales. En 

cambio, cuando se trata de Tribunales ae Arbitramento 

Obligatorio, el Ministerio de Trabajo debe escogerlo de la 
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lista elaborada por la Sala Laboral de la Corte Suprema de 

Justicia. 

Cuando la norma habla ae "otras empresas'' se refiere a 

empresas privadas por oposición a las de servicio público, 

en las cuales el arbitraje no está sometido a la voluntad 

de las partes. 

3.8.1. 

quiera 

trabajo 

Convocatoria, integración y funcionamiento.En cual 

de los casos en que el conflicto colectivo de 

deba ser decidido total o parcialmente por un 

Tribunal de Arbitramento la .respe.'c.tiva convocatoria es 

efectuada por- el Ministerio de· Trabajo mediante un acto 

administrativo: Resolución motivada susceptible de los 

recursos de reposición y apelación. 

Los antec;:edentes legales y una completa ex plicación ae 

como se conforma el Tribunal de Arbitramento, están 

contenidos en.homologación de fecha noviembre 29 de 1970, 

con ponencia del Magistrado Gaviria Salazar que por 

contener una explicación completa del terna y por ser el 

pensamiento actual de la Corte, la transcribo en extenso: 

- Aparece en primer término, lo que se denominó corr.posi

ción del "Tribunal Especial de Arbitramento" que según el 

artículo 453 ibidern debería formarse con tres (3) miembros 
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designados así: Uno por cada una de las partes y el 

tercero por el Ministerio de Trabajo. 

Se proveyó en la misma disposición como el Ministerio de 

Trabajo por medio de resolución convocatoria el Tribun�l, 

dentro de los cinco (5) días siguientes a la terminación 

de la etapa conciliatoria, señalándose en tal acto el 

término dentro del cual las partes deberían designar sus 

árbitros y disponiéndose que el Ministerio o el tercero, 

lo sería inmediatamente después del nombramiento de 

aquellos. 

Indic6 tambi
°

én la obligaci6n de los árbitros de manifestar 

sus aceptación, tomar posesi6n y entrar en funciones de un 

término de dos (2) días y dispuso que la renuencia.de las 

partes para designar árbitro daría derecho al Ministerio 

para hacerlo. También se previó que en caso de falta, 

renuencia o 1mpedimento de alguno de los árbitros, se 

procedería a reemplazarlos en la misma forma como se hizo 

la designación. 

Los árbitros de acuerdo 
1 

con la última parte del artrculo 

453, son �ersonas que ejercen funciones públicas. 

A continuación el Estatuto establece qué personas no 
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pueden ser árbitros miembros de Tribunales de Arbitramen 

to en los conflictos colectivos, dice por qué normas se 

regula · el arbitramento voluntario, y en un capítulo 

posterior establece lo referente al qu6rum, a las 

facultades del Tribunal, a la sentencia que no puede 

afectar derechos o facultades de las partes reconocidas 

por la Constitución Nacional, por las leyes, o por normas 

convencionales vigentes (artículo 458) al término para 

proferirla a la notificación, al efecto jurídico y 

vigencia del laudo. 

Las normas que caracterizan este sistema, en su mayoría se 

encuentran hoy vigentes, salvo en lo que se refiere a los 

tipos de Tribunales Especiales que en la actualidad han 

aumentado [ ...• ]. 

Sobre este último aspecto el Decreto 2351 de 1965, 

modificó sustancialmente el art. 453 del e. S. del T. así: 

· Originalmente· como se vi6, el Tribunal Especial de 

Arbitramento Obligatorio estaba constituído por tres ( 3) 

miembros, uno designado por cada una de las partes y el 

tercero nombrado por· el Ministerio del Trabajo que podía 

des:i,gnar también el de cualquiera de aquellas o los de 

ambas en caso de r�nuencia para hacerlo. 
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Este Gl timo árbitro en algunas ocasiones lo denominó la 

ley árbitro del Ministerio o árbitro tercero indistinta 

mente. 

En este aspecto. no existió variación fundamental en 

vigencia del numeral lo. del art.lo. del Decreto 

Etraordinario No. 525 de 1956, que dispuso: "El Tribunal 

Especial de Arbitramento en los conflictos colectivos en 

los cuales éste es obligatorio se compone, de tres ( 3) 

miembros designados así: Uno por cada una de las partes y 

el tercero por el Ministerio de Trabajo. 

Pero vino en el año de 1965 la ex pedición del Decreto 

Legislativo que determinó en sus artículos 35 y 36 en su 

orden: 

Lista de Arbitres. Cada dos años a partir de la vigencia 

de esta ley, la Sala de Casación Laboral de la Corte 

Suprema de Justicia a solicitud del Ministeri6 de Trab�jo, 

formará una lista de ciento ochenta (180) personas mayores 

de edad, ciudadanos colombianos, abogados titulados, 

e x  pertos en Derecho Laboral o conocedores de las 

cuestiones económicas y sociales, sumamente calificados· y 

de reconocida honorabilidad, que constituirían la lista de 

árbitros de entre los cuales se escogerán los integrantes 

�e los Tribunales de Arbitramento Obligatorios en la forma 



75 

que en el artículo siguiente se indica: 

[ . . . ] Mientras la Sala Laboral de la Corte prepara la 

lista de los árbitros a que se refiere este artículo ella 

ser§ elaborada provisionalmente por el Gobierno. 

Constitución de los Tribunales de Arbitramento. El 

Tribunal de Arbitramento Obligatorio en los conflictos 

colectivos que deban decidirse por este medio se compondrá 

de tres miembros así: Uno por cada una de las partes y un 

tercero por el Ministerio del Trabajo, escogidos de la 

lista a que se refiere el artículo anterior. Ninguna 

persona podrá actuar como árbitro más de tres (3) vees en 

un mismo año. 

Se observa de la simple lectura de las normas transcritas, 

un cambio fundamental al sistema imperante hasta entonces. 

- Se establece una lista de árbitros que deben llenar

determinadas calidades y que integra esta Sala de la 

Corte. 

- Se limita la libertad de las partes para designar su

árbitro. 

- El Ministerio de Trabajo ya no tiene ad libi tum, la
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libertad de designar cualquier persona para integrar como 

tercero el Tribunal Especial. 

- Tanto las partes como el Ministerio de Trabajo, deben

escoger los árbi tres · que han de integrar el Tribunal de 

Arbitramento de la lista a que se refiere el artículo del 

Decreto. 

En la forma anterior, quedó subrogado tanto el artículo 

453 del C.S. de T. como el numeral lo. del Decreto 

Etraordinario No.525 de 1956. 

En virtud de la ley, los Tribunales de Arbitramento 

Obligatorio, así constituidos eran los únicos competentes 

para decidir el respectivo.conflicto. 

Este nuevo sistema sobre nombramiento de árbitros tuvo una 

fugaz vigencia, pues, el 17 del mismo mes de Sept i"embre, 

se dictó el Decreto Extraordinario No.2469 que sustituyó 

en forma expresa el artículo 35 del Decreto 2351 de 1965 y 

tácitamente el 36 del mismo estatuto al disponer: 

Artículo lo. Lista de Arbitres. El artículo 35 del Decreto 

2351 de 4 de Septiembre de 1965, quedará así: 

- Cada dos años a partir de la vigencia de este Decreto,
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el Gobierno enviará a la Sala Laboral de la Corte Suprema 

de Justicia una lista de por lo menos ciento ochenta 

personas, colombianos, abogados titulados o conocedores de 

las cuestiones económicas y sociales de reconocida 

honor�bilidad que constituirán la lista de los árbitros de 

entre los cuales aquella escogerá los integrantes de los 

tribunales de arbitramento obligatorio. 

Como se ve, el sistema volvió a tener un cambio 

tundamental que entre otras cosas implicó la modificación 

del artículo 36 del Decreto 2351 no solamente por cuanto 

terminó la concordancia entre esta disposición y la 

anterior sino porque en el artículo 2o. se dljo: 

"Mientras el Gobierno reglamenta el artículo anterior la 

designación del árbitro para integrar los tribunales de 

arbitramento obligatorio se hará en la siguiente forma: 

Uno por cada una de las partes y un tercero por el 

Ministerio de Trabajo". 

La síntesis hecha de la legislación sobre la manera de 

integrar los Tribunales de Arbitramento Obligatorio indica 

como los textos 4 53 del C. S. de T. Numeral lo. del 

art r culo 1 o. del Decreto EX traordi nar io No. 5 25 de 1956 y 

36 del Decreto Legislativo 2351 de 1965, salvo en su 



/ l:j 

última frase fueron suspendidos y solamente quedó en 

vigor el precepto transitorio del Decreto Legislativo 

No.2469 de 1965, contenido en su artículo 2o. 

Vino luego la Ley 48 de 1968 que adopt6 corno leyes 

permanentes los Decretos 2351 y 939 de 1966, pero rnodifi 

cándolos y adicionándoles. 

Preciso es indicar que en materia �e Tribunales de 

Arbitramento Obligatorio se cre6 uno nuevo que es aquel a 

que se refiere el numeral 4o. del art. 3o. de la ley en 

mención. En esta parte y en la materia tratada considera 

la corte que la ley introdujo una modificación a los 

precitados decretos. 

En materia de rnodi ficaciones, la ley no fue. lo suficien 

ternente clara y es por ésto por lo que la Corte debe 

interpretarla. 

El numeral 2o. del art.3o. ibidern di6 una facultad a los 

sindicatos o a los trabajad.ores en su caso, para que 

soliciten en la oportunidad que allí se prevé que el 

diferenoo sea sometido a fallo de un tribunal de 

arbitramento obligatorio constituído en la forma que se 

determina más adelante. 
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Luego, en su inciso 2o. indica el procedimiento para 

convocar el Tribunal. 

Finalmente en el numeral 3o. dice corno debe integrarse el 

tribunal de Arbitramento Obligatorio. Aquí ya abandona la 

ley su previsión inicial de que sea el tipo de Tribunal a 

qbe se refirió en el numeral 2o. el que deba integrarse en 

determinada forma y abarca todas las clases de Tribunales 

de Arbitramento Obligatorios establecidos por la ley. 

Esta conclusión fluye además de la lectura de dicho 

numeral 3o. que establece: 

"El Tribunal de Arbitramento Obligatorio se cornpon�rá de 

tres ( 3) miembros así: uno por la empresa, otro por el 

sindicato o sindicatos a que están afiliados más de la 

mitad de los trabajadores, o en defecto de éstos, por los 

trabajadores· en asamblea general y el tercero de común 

acuerdo por dichos do::; árbitros. En caso · de que los dos 

árbitros no se pongan de acuerdo para elegir. al tercero 

dentro de las 48 horas siguiente a su posesión dicho 

árbitro será nombrado por el Ministerio de Trabajo de 

lista integrada por la Sala Laboral de la Corte Suprema de 

Justicia.La Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia 

integrará dicha lista para períodos de dos años con 

doscientos ciudadanos colombianos residentes en los 
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distintos departamentos del país, que sean abogados 

titulados, especialistas en Derecho Laboral o expertos en 

la situación económica o social del país y de reconocida 

hc;,norabilidaa. 

La norma tr�nscrita contiene tres partes así: 

a. Integración del Tribunal ae Arbitramento Obligatorio,

en aonae pueae apreciarse la funaamental modificación que 

introdujo al Decreto Legislativo No.2351 de 1965. 

El Tribunal se compone de tres árbitros, uno aesignaao 

libremente por cada una de las partes, tal como estaba 

previsto en la legislacci6n anterior y el tercero 

nombrado libremente sin sujeción a la lista como los dos 

principales una vez posesionados, es decir, cuando ya 

tienen el carácter transitorio ae funcionarios públicos. 

b. Si dentro de las siguientes 48 horas po se produce

acuerdo por la aes ignación del tercero, la ley dió al 

Ministerio del Trabajo el derecho a nombrarlo, pero no 

libremente sino escogido por la lista elaborada por la 

Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia. 

c. Se

Decreto 

estableció 

No.2351 

como 

cual 

lo 

es 

aisponía antes del art. 35 ael 

la lista de árbitros y qué 
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requisitos aeberá.n llenar los escog iaos, modi f icanao su 

número que antes era ae 180 personas y a partir ael 11 ae 

Diciembre ae 1968 es ae 200. 

En presencia ae 

preceptos sobre 

esta ley nueva que contiene los únicos 

la materia, y que, aaemá.s, no hace 

distinciones entre los distintos tipos de arbitramento 

obligatorio para efectos ae su constituci6n, forzoso es 

concluir que a partir ae su vigencia, toaos los que se 

convocan · para aec:j.dir a través ae este meaio los 

conflictos colectivos deben sujetarse a sus aisposicio 

nes.Tal conclusi6n tiene su apoyo también, . en la propia 

historia ae la ley. 

[ ..• ] Esclareciao el punto relativo a la integraci6n de 

los Tribunales ae Arbitramento, cuanao el conflicto, según 

la ley, deba resol verse es obligatorio, como en el caso 

que se estudia, aebe ex aminar la Corte, qué consecuen 

cias acarrea ·el que el Tribunal queae integrado en forma 

ilegal, con grave gu�branto ae las normas positiv�s sobre 

la materia. 

La instituci6n ae los 'rribunales ae Arbitramento 

Obligatorio, o sea el sistema creaao por el leg islaaor 

para aeciair jurídicamente algunos conflictos colectivos 

ae trabajo entre los que se presenten en los servicios 
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públicos, no ha siao establecida en beneficio exclusivo de 

las partes, sino ae la cornunidaa. 

Por ésto todo lo que conC"ierne a su integración, a su 

funcionamiento, quórum, facultaaes de los árbitros, 

término. para fallar y decisión del conflicto a través de 

una sentencia que torna el nombre de laudo es orden 

público. La omisión o aesconocirniento ae las normas que 

consagra estas materias producen la inexequibilidad total 

del fallo. 

[ ... ] Un tribunal obligatorio integrado por árbitros 

aesignados en forma distinta a la señalaaa en la Ley 48 de 

1968, no adquiere jurisdicción por aecidir el conflicto no 

obstante que se cumpla el requisito de la posesión de los 

árbitros. Al no adquirir jurisdicción el tribunal, la 

sentencia que aicta es nula, y la corte, al aeciair el 

recurso de homologación debe declararla inex equible corno 

hace esta misma declaración cuanao el fallo aictaao por el 

· 27 
tribunal competente es extemporáneo. 

En el numeral 2o. ael art.36 ael Decreto 2351 ae 1965 se 

27 

Corte Suprema de Justicia Sala Plena de Casación Labo 
ral Ponente Dr. Jorge Gaviria Salaz ar. Noviembre 20/ 
1970. 
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establece un caso especial; cuando en una misma ciudad o 

región o en una misma época exista más de un conflicto 

colectivo, en dos o más empresas o establecimientos de 

servicio público de la misma índole, se constituirá un 

solo Tribunal Especial de Arbitramento que profiera uno o 

tantos fallos cuantos sean los establecimientos de que se 

trate. Este tribunal se compondrá de un árbitro designado 

por el Ministerio del Trabajo, otro por la organización y 

organizaciones sindicales y uno por las empresas o esta 

blecimientos. Las empresas y las organizaciones sindicales 

designarán su árbitro por mayoría ae votos. 

Que sepamos en el país no se han convocado este tipo de 

tribunales de arbitramento. 

Si el tribunal es convocaao por el Presidente de . la 

República o por el Ministerio de Trabajo o el 

arbitramento es voluntario, el árbitro de la parte obrera 

debe ser designado conforme al articulo 3o. numeral 3o. de 

la Ley 48 de 1968. 

Conforme a esa misma disposición el tercer árbitro será 

designado por el -Ministerio ae Trabajo cuando los 

nombrados por las parte, transcurridas 48 horas a partir 

de su posesión, no se hayan puesto de acuerdo para elegir 

el tercero. 
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3.8.2. Impedimentos y recusaciones.Corno los árbitros en 

los conflictos colectivos de trabajo econ6rnico o de 

intereses son jueces, pueden estar impedidos o ser 

recusados. El articuló 454 del Código Sustantivo d�l 

Trabajo dispone que no pueden ser árbitros II las personas 

que directa o indirectamente hubieren intervenido en 

representaci6n de las partes en los periodos o etapas de 

arreglo directo Ó de conciliaci6n 11 haciendo extensiva esta 

prohibición a los II empleados representantes, abogados o 

apoderados permanentes de las partes y en general a toda 

persona ligada a ellas por cualquier vinculo de dependen 

cia 11
• 

Conforme al articulo 36 del Decreto 2351 de 1965 ninguna 

persona puede actuar como árbitro por más de tres veces en 

el· año. 

El art.668 del Código de Procedimiento Civil a que se hizo 

réferencia al hablar del Tribunal de Arbitramento en 

conflictos jurídicos aplicables por analogía, establece el 

procedimiento para 

recusaciones. Sobre 

tramitar los impedimentos y las 

este tópico considerarnos importante 

anotar que en caso de que los dos árbitros restantes no se 

pongan de acuerdo en cuanto a las razones de la 

recusaci6n, es el Juez del Circuito Laboral del lugar 
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donde tenga su sede el Tribunal de Arbitramento el 

competente para decidir. 

El reemplazo del árbitro impedido se efectuará de la misma 

manera corno se hizo su designación. 

En sentencia del 23 de Abril de 1979 la Corte Suprema de 

Justicia di jo� 

de conformidad con los claros términos del inciso 4 o. 

del art.668 del Código de Procedimiento civil el proceso 

se suspenderá desde que se promueva la recusación.Esta 

norma reiterativa de la contenida en el artículo 146 del 

mismo Código, es aplicable en el trámite de los T.ribunales 

de Arbitramento Obligatorios que deciden conflictos 

colectivos, económicos o de intereses, por presentarse un 

vacío sobre el particular en los Códigos Sustantivos del 

Trabajo y Procesal Laboral y no existir en estos preceptos 

que puedan llenarlos. La suspensión dura hasta cuando se 

1 1 . . d t 
28 

resue va e 1nc1 en e. 

La Sala de Consulta del Consejo de Estado, con ponencia 

28 
Tornado de Régimen Laboral Colombiano. Legis. p.316. 
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ael Doctor Luis Carlos Sáchica conceptuó el 14 ae Agosto 

ae 1975 que los pensionaaos por el sector oficial están 

impeaiaos· para ser árbitros, por cuanto al recibir 

simultáne·amente honorarios por parte del Ministerio ael 

Trabajo y pensión ae jubilación ael Estaao se comportaría 

una violación al artículo 64 ae la Constitución Nacional 

que prohibe recibir más ae una asignación del Tesoro 

Público. 

En realiaaa no e xiste impedimento por parte del árbitro 

que aisfruta ae una pensión de jubilación estatal, para 

ser miembro del tribunal existiría impedimento para 

recibir los honorarios que el Ministerio ae Trabajo 

cancela una vez proferido el lauao, puaienao esta persona 

renunciar a ellos. 

Por otra parte el. término "asignación" de que habla el 

artículo 64 ae la Constitución Nacional hace relación a un 

pago permanente y no a una retribución absolutamente 

ocasional. si··se analizan las razones históricas de e�ta 

norma supralegal en la Const i tuci6n ae 1886, se concluye 

que el querer ael constituyente de la época fue impedir 

que una persona tenga aos sueldos pagaaos por el Estaco, 

pero no la limi taaísima interpretacción que se le está 

aando a esta norma en varios aspectos, entre ellos éste: 
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3.8.3. Qu6rum.El artículo 456 del Código Sustantivo del 

Trabajo ordena que los Tribunales de Arbitramento en 

conflictos económicos " no pueden deliberar sino con la 

asistencia plena de sus miembros". 

"No básta que los árbitros acepten y tornen posesión de sus 

cargos para que se entienda integrado el Tribunal de 

Arbitramento, sino que es preciso que éste se instale rñe 

diante la reunión de la totalidad de sus miembros con el 

fin de iniciar y adelantar el estudio de aquellos puntos 

del pliego de peticiones respecto de los cuales, no se 

haya producido acuerdo entre las partes en las etapas de 

arreglo directo y conciliaci6n" dijo la Corte Suprema de 

Justicia en sentencia del 14 de Abril de 1961.29

3.8.4. T�rmino para fallar. De acuerdo con el artículo 

459 del C6digo Sustantivo del Trabajo "los árbitros 

prof�rirán el fallo dentro del término de diez días, 

contados desde la integración del tribunal. Las partes 
,;'1 

podrári� ampliar el plazo". 

El artículo 135 del Código de Procedimiento Laboral repite 

íntegramente esta norma. 

29aomologacicón de Febrero 9 de 1968.
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Reiteradamente la Corte Suprema de Justicia ha dicho que el 

término puede ser prorrogado antes de "ex pirar el plazo 

preclusivo que la ley concede al Tribunal para pronunciar 

su fallo 1130
, pues cualquier situación que se efectúe

desp�és de vencidos los términos es inexistente ya que el 

Tribunal carece de competencia jurisdiccional. 

Conforme a lo anterior, la solicitud de prórroga debe 

efectuarse antes de vencer el término para fallar, el 

inicial o el de una prórroga previa, así la respuesta 

fuere dada con posterioridad al vencimiento. 

11 si la prórroga se solicita por los árbitros dentro 

del término que tienen para fallar, ella es válida aún 

cuando.el Ministerio de Trabajo o las partes. la concedan 

con posterioridad al vencimiento de acuerdo con las reglas 

generales que rigen la ampliación de los términos" (Sen 

tencia de la Corte Suprema de Justicia del 21 de 

Septiembre de 1972. Cort ponencia del Magistrado Dr. José 

Eduardo Gnecco Correa). 

Claro está que si no se otorga la prórroga el fallo debe 

proferirse dentro del término. Aunque las normas citadas 

señalan categóricamente que son las partes quienes 

autorizan la ampliación del plazo, la jurisprudencia 

30
Homologaci6n de Febrero 9 de 1968. 
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también es reiterada al afirmar que en los Tribunales de 

Arbitramento Obligatorio el Ministerio del Trabajo puede 

ampliarlo. De no ser así cuando se ha convocado 

obligatoriamente un Tribunal de Arbitramento, una o ambas 

partes pueden no estar interesados en prorrogar el término 

porque no está.n interesadas en el Tribunal de 

Arbitramento, por lo cual puede hacerlo el Ministerio para 

que el conflicto tenga solución. 

En sentencia del 21 de Febrero de 1957 la Corte se expresó 

sobre este tópico de la siguiente manera: 

El laudo arbitral debe pro fer irse dentro del término de 

diez ( 10) aras que estatuyen los artículos 135 y 4 59 de 

los Códigos Procesal y Sustantivo del Trabajo; o dentro de 

la prórroga que convengan las partes tanto en el arbitra 

mento voluntario como en el obligatorio; o dentro· del 

31término de la prórroga. 

En sentencia de homologaión del 20· de Agosto de 1970 con 

ponencia del Doctor Harker Puyana la Corte dijo: 

La facultad ae ampliar el pl·azo- del término para fallar 

corresponde, pues, por derecho propio que la ley les 

31 Tomado de Régimen Laboral Colombiano. Legis. Op.cit. p.
370.
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otorga y la acetrina laboral reconoce, sin lugar a 

controversia, a las partes [ ... ] en cualquiera ae las dos 

especies a�l arbitramento, el Voluntario o el Obligaiorio. 

Por e x tensi6n, ªªªª la naturaleza específica ael 

arbitramento obligatorio, se aamite en este evento igual 

facultaa para el Ministerio de Trabajo, porque si la ley 

es la fuente generaaora ae este tipo ae Arbitraje, no 

poara depenaer ae la facultaa exclusiva ae las Partes la 

ampliaci6n ael plazo en caso de que los Arbitres la 

necesitasen para pronunciar su fallo con pleno 

conocimiento ae causa, de moao tal que, aunque las partes 

se negaren a conceaerla el Ministerio podría otorgarla con 

entera autonomía.32

3.8.5. Competencia de los árbitros.El artículo 458 ael 

c6aigo sustantivo del Trabajo reza: 

Los árbitros aeben aeciair sobre los puntos respectos de 

los cuales no se haya produciao acuerao entre las partes 

en las etapas de arreglo airecto y ae conciliaci6n (hoy 

meaiaci6n) y su fallo no pueae afectar derechos o 

facultaaes de las partes reconocidos por la Constituci6n 

Nacional por leyes o normas convencionales vigentes. 

32Tomado de VILLEGAS ARBELAEZ, Jairo. Op.cit. p.162.
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Plantea la norma la competencia que tienen los árbitros 

para -decidir los temas pendientes de solución en el 

respectivo conflicto colectivo de trabajo, económico o de 

intereses. 

Son muchas y de muy variada índole -ya que el tema es en 

gran parte casuístico-, las situaciones que han llegado a 

través del recurso de homologación a la Sala Laboral ae la 

Corte Suprema de Justicia lo que le ha permitido exponer 

su criterio con respecto a ellas, a las cuales me referiré 

a continuación. 

3.9. NORMAS CONVENCIONALES VIGENTES 

Uno. de los temas fundamentales que ha estudiado la Corte 

Suprema de Justicia con respecto a la competencia de los 

árbitros ha sido el de dilucidar que debe entender�e por 

"Normas Convencionales Vigentes" segGn la voz del artículo 

458, transcrito. 

En decisión del 10 de Noviembre de 1964 señaló: 

Al aplicarse literalmente el artículo 458 ael Có�igo 

Sustantivo del Trabajo, resultaría el absurdo de que un 

Laudo Arbitral no podría modificar ni las convenciones 

colectivas ni los contratos individuales celebrados con 
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anterioridad a su pronunciamiento, "normas convencionales 

vigentes". Per6 como esa interpretaión pugna abiertamente 

con la naturale·za del conflicto colectivo de intereses 

( que versa por esencia, sobre la moéli ficacción de las 

ccndiciones de trabajo pree�istentes) cuya solución es el 

objeto del arbitraje obligatorio y con otras disposiciones 

del mismo Código.33

El sano entendimiento de la frase es el de que las normas 

convencionales cuya modificación no ie ha solicitado en el 

pliego de peticiones ni han sido denunciadas por el 

patrono, deben continuar vigentes estando vedado a los 

árbitros suprimirlas o cambiarlas, 

competentes para ello. 

es decir, no son 

Sobre este mismo tema y en idéntico sentido puede 

consultarse la sentencia del 19 de julio de 1980 ,· en la 

que fue ponente el Doctor César Ayerbe Chaux. 

3.10. RECONOCIMIENTO DEL SINDICATO

Vale la pena traer a colación las varias veces mencionada 

senencia de homólogaci6n del 18 de Mayo de 1988 en la 

cual, con respecto al tema reconocimiento del Sindicato 

mediante Laudo Arbitrar la Corte Suprema se e�presó de la 

33Tomado del Cócigo del Trabajo ORTEGA TORRES. Bogotá:
T em is , 197 8 . p. 5 24 . 
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siguiente manera: 

Partienao ael necesario supuesto ae que toaa representa 

ción tiene su origen en la ley o en la voluntad del propio 

representaao, palmaria resultar ia entonces la ilegaliaad 

de lo dispuesto por el fallo arbitral en cuanto le impone 

al Banco recurrente la obligación de reconocer a Sinterban 

"como representante legal ae los trabajaaores en los 

conflictos colectivos e individuales, cuando por 

ministerio de la ley los sindicatos únicamente llevan la 

representación de sus afiliados cuando se trate de los 

intereses comúnes o generales de los afiliados o de la 

profesión respectiva, o la individual ae sus asociados en 

la defensa de los derechos emanados de un • contrato de 

trabajo o de la actividad profesional correspondiente, 

pudiendo en aicho caso representarlos ante las autoridades 

administrativas ante: patronos y ante terceros (C.S.T. 

art.373 ord.4o. y So.) y en el evento de tratarse de uno 

que. agrupe a la mayoria de los trabajadores de una empresa 

y coeistiera en ella un sindicato de, basa con uno gremial 

o de inaustria, la representación ae los trabajadores

para todos los efectos de la contratacción colectiva. 

(Dto.2351 de 1965 art.26) le corresponderá a dicho 

sindicato mayoritario sin perjuicio ael derecho de 

representación que para la discusión directa del pliego de 

petiiones el ord.So. del art.3 de la ley 48 de 1968 otorgó 

al sindicato gremial que agrupe o por lo menos el 75% de 
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de los trabajadores de una misma profesión, oficio o 

especialidad al servicio de una empresa. 

Significa lo anterior que rebasaron. los árbitros sus 

facultades y desconocieron las del Banco recurrente, 

además al cual no puede imponérsele la obligación de tener 

al Sindicato General de empleados del [ . . .  ] como 

representante legal de sus trabajadores, aún de los no 

afiliados a dicha organización [ ... ] 

3.11. CARACTER DE SENTENCIA DEL LAUDO ARBITRAL, NOTIFICA

CION Y DEPOSITO 

El laudo arbitral, como ya se ha dicho, tiene el carácter 

de sentencia que pone fin al conflicto económico existen 

te entre las partes. 

Las sentencias judiciales ordinariamente ponen fin a un 

conflicto surgido en el pasado; el la uao arbitral, sin 

embargo, normalmente se profiere hacia el futuro. 

Anota, Carnelutti, citado por el Tribunal Supremo del 

Trabajo, en homol<;>gación del 25 ae Junio ae 1949, con 

ponencia del Doctor Juan Benavides Patrón, que laudo 

colectivo económico es un fenómeno procesal rique se halla 

en medio d�l contrato, la sentencia y la ley, porque tiene 

de los dos primeros la génesis y de la segunda la fuerza". 



95 

Comenta la misma sentencia que el Laudo Arbitral tiene el 

carácter de cosa juzgada respec to de los conflictos 

juridicos "porque esa especie procesal no podia 

configurarse respecto de normas económicas que van a obrar 

en el futuro". 

El Laudo Arbitral decide en equidad el pliego de 

peticiones y la denuncia patronal de la Convención 

Colectiva dictando sobre esos dos tópicos, disposiciones 

que habrán de regir las re.laciones obrero-patronales. En 

cuanto los estudia y decide adquiere el carácter de cosa 

juzgada, pues el Petitum del conflicto lo decide el laudo. 

Dice la sentencia en comento: 

[ •.• ]Los laudos arbitrales [ ... ] aunque no sean sentencias 

p�opiamente tales u ordinarias desde el punto de vista de 

su naturaleza ni del órgano jurisdicional que las produce, 

participan de su poder obligatorio legal, se les debe 

acomodar formalmente en lo posible. y admiten en recurso 

especialísismo [ ... ] el laudo es una sentencia sui-generis 

pero sentencia al fin, porque decide con carácter 

obligatorio el conflicto sometido a la decisión del 

3.a 
Tribunal de Arbitramento. 

34
Tomado de VILLEGAS ARBELAEZ, Jairo. Op.cit. p.205. 
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"Es pues el Laudo una verdadera sentencia proferida por 

auxiliares ae la justicia ae conformiaaa con las normas 

procesales que regulan la materia [ ... ]" aijo la Corte el 

9 de Agosto de 1961, con ponencia del Doctor Miguel A. 

García. 

La sentencia arbitral como la denominó la Ley 21 de 1920 

es evidentemente una reglamentación nueva, que reforma las 

relaciones ae trabajo anteriores, constitutivas de nuevos 

derechos u obligaciones eventualmente retrospectivos; que 

tiene para las partes el carácter de una Convención 

Colectivo de Trabajo. 

Ese carácter de Convención Colectiva lo tiene en cuanto al 

fondo pero no en cuanto a la forma, pues éste "deberá 

acomodarie en lo posible a las sentencias que dicten los 

jueces en los juicios de trabajo" al decir ael art.136 del 

C.P. L. Tales formalidades son las establecidas por los

artículos 304 y 305 del C.P.C. 

En cambio la Convención Colectiva tiene la forma de un 

contrato en el que las partes plasman el acuerdo de 

voluntades que han logrado.E�isten diferencias sustancialffi 

dijo la Corte en homologación del 22 ae Noviembre de 1977 

entre la Convención Colectiva y el Laudo Arbitral,por razón 

de su origen y de su naturaleza intrínseca.Mientras la 
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Convenci6n surge ael acuetao ae voluntaaes expresado libre 

mente por el patrono y los representantes ael sinaicato, 

el Lauao corresponae a una soluci6n forzosa impuesta por 

la ley al empresario y al sinaicato cuanao no han 

conseguiao un avenimiento para las peticiones planteadas 

por éste último. 

Los árbitros a.ctúan con absoluta inaepenaencia así sean 

aesignaaos por las partes, en cambio, las personas que 

intervienen aentro de la negociaci6n colectiva son 

eviaentemente representantes ae las partes en tonflicto, a 

las que la ley e" ige tener plenos poaeres para tomar 

aecisiones en representaci6n ae ellas. 

Sienao el Lauao Arbitral una sentencia, cualquiera ae los 

integrantes poará salvar el voto, aeberá ser notifkada 

personalmente a las partes como lo preceptúa el artículo 

140 ael e. P. L. y es susceptible ae complementaci6n, ae 

aclaraci6n y correcci6n en los términos del artículo 673 

ael C.P.C. 

Como la competencia de los árbitros es eviaentemente 

temporal y.termina ccuanao quede ejecutoriado el Lauao, no 

es posible ninguna activiaad ael Tribunal después de tal 

ejecutoria, así el término para aecidir no hubiese 

expirado. 
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Igualmente es factible adicionar la sentencia arbitral ae 

oficio a petición ae parte, ante ae su ejecutoria. 

El art .469 del C. S. T. ordena que una vez celebráda la 

Convenci6n Colectiva de Trabajo ésta debe depositarse en 

el Departamento Nacional del Trabajo, hoy Ministerio ael 

Trabajo, dentro de los quince aras siguientes a su firma, 

y agrega la norma "sin el cumplimiento ae todos los 

requisitos la Convenci6n no produce ningún efecto". 

Y es reiterada la jurisprudencia de la Corte en el sentido 

ae que el dep6sito de la Convenci6n es un requisito 

adsustantiam - actus.Asf lo dijo por ejemplo, en sentencia 

del 19 de Agosto de 1958 y después en decisión del 20 de 

M ayo de 1976 .Pero el artkulc 469 citado no obliga a 

efect.-uar el dep6sito del Laudo Arbitral ae tal manera que 

su existencia se probará mediante. la presentación ae copia 

a�téntica del mismo. 

En cuanto a la formalidad del oportuno depósito exigidi ex 

presamente por el art f culo 169 del C. S. T. tan solo para 

las Convenciones colectivas, no es _aplicable por analogía 

a los laudos arbitrales que son documentos ae origen y 

naturaleza distintas. Sin embargo ha dicho la Corte que si 

el Laudo ordena el dep6sito éste debe efectuarse pero ello 

no constituye solemnidad para su eficacia o su prueba. 



CONCLUSION 

Después ae haber analizaao el presente trabajo poaemos 

concluir que: 

Los Tribunales ae arbitramento no pueaen deliberar sin la 

asistencia plena ae sus miembros y entre sus funciones 

tienen la facultad de solicitar a las partes o a sus 

representantes toaos los datos e informaciones q�e estimen 

convenientes para ilustrar su juicio, ordenar inspecciones 

oculares, interrogar a las partes y recibir declaracio 

ne·s. 

Pudimos constatar que el fallo arbitral pone fin al 

conflicto y tiene el carácter de convenci6n colectiva, en 

cuanto a las condiciones de trabajo, segün lo dispuesto en 

el articulo 461 del C6digo Laboral. 

Las aecisiones en equiaaa son muy aiferentes a las 

decisiones funaaaas en aerecho. Pues al afi rmarse que los 

conflictos de naturaleza económica se profi eren en equidad, 
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se está atenaienao tal principio en su veraadero sentiao, 

es aecir, ae justicia natural, ae equilibrio, de armonía 

ae los intereses de las partes en conflicto, ae otra 

manera se caería en la arbitrariedad, en la injusticia �s 

por eso que los elementos ae estudio que se le presentan a 

los árbitros para decidir en equiaaa, deben ser analizados 

con aetenimiento, buen juicio y responsabiliaaa, miaienao 

las consecuencias que aeben aerivarse ael fallo. 
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PROLOGO 

Indudablemente la humanidad inicia ·su paso �e la era 

sálvaje a la civilizada cuando establece reglas de 

comportamiento social y decide que unos hom�res (los 

sacerdotes, los ancianos, los doctos) resuelven c�ándo y en 

qué forma se han infringido esas leyes y decide guardar la 

pena aplicable a tal infracción. 

surge la ju'sticia arbitral en las primeras etapas de la 

humanidad como una necesidad del hombre. En una sociedad 

donde la fuerza ·era un medio de justicia que sólo conocía 

el límite de quien la ejercía, se impuso una nueva 

�ecesidad de una justicia más humarta hace que el diferen�o 

se someta a la decisión final de un anciano. Así lo 

hicieron hebreos, celtas y algunas comunidades de América. 

Es también una forma de justicia_arbitral la que surgió en 

Grecia hacia el año 1520 Antes ce Cristo: Los consejos 

anfictiónicos resolvían los conflitos entre los grupos 

étnicos. Estos se conformaban con dcce ancianos representan 

tes de las diferentes tribus.Existieron también árbitros 
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de carácter público elegidos al azar entre cuarenta y 

cuatro patriarcas que con_ocían las causas criminales y_ 

públicas. 

A medida que evoluciona el derecho y la organización del 

Estado, el arbitraje ac!quiere un carácter más o menos 

obligatorio, lo que coincide con el nacimiento de las 

jurisdicciones por parte del Estado; pierde su carácter 

netamente voluntario y entra a formar parte de la mecánica 

jurídica. 
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l. PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA A INVESTIGAR

Uno de los aportes del Derecho Romano a la ci vilizaci6n 

fue haber institurao la funci6n jurisdiccional en persona 

diferente al gobernante. 

Eugene Pet i t menciona que el procedimiento romano tuvo, 

según las épocas, tres sistemas que estuvieron sucesivamen 

te en vigor. "Las acciones ce la ley, el procedimiento 

formulario u ordinario y el procedimientb extraordinario. 

Bajo .los aos primeros sistema.s de procedimiento hay dos 

ciases· de jueces: los simples particulares designados 

para. cada asúnto y cuya misi6n termina en cuanto han 

pronunciado la sentencia ye',los jueces que componen los 

tribunales permanentes. 

Casi siempre la palabra Judex se emplea en sentido gene 

ral para designar al juez o al árbitro, pero en sentido 

propio, ellos se diferencian entre sr: Nunca hubo más ae 

un juez para cada asunto: pero en camb�o se podían nombrar 

varios árbitros: Los procesos que se reducían a la 
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soluci6n precisa de una cuesti6n de derecho estricto se 

llevaban delante oel unus juae.x . Se confiaban por el 

contrario a los árbitras, los asuntos que era necesario 

apreciar según la buena fe y aonae era preciso tener 

poderes más extensos; Asto� eran los arbitria" 1 

Estos jueces eran elegidos para caaa proceso en ias listas 

confeccionadas por el Pretor y puestas en el foro, ae 

o onde viene la cal i fi cacci 6n de select i judices o jud ices

in albo relati. Hasta los últimos tiempos de la 

República fueron escogidos, exclusivamente entre los se 

nadares. Pero en el año 531 la Ley Sernpronia decidi6 que 

los jueces se tornaran de la orden de los caballeros, y sus 

listas comprendían unos trescientos, al principio. Su 

n úrnero fue aumentando poco a poco, y bajo el Imperio, · 

llevaban ya lo E, nombres de varios mi les ae ciudadanos. 

Para ser juez erá necesario tener vejnte años, porque era 

una carga pública corno la tutela, y no· podían excusarse 

sin causa legítima. 

El arbitramento, según el rniswo autor, precedi6 a la 

justicia impartida por el Estado pero sobrevivi6 aún 

dentro d€• lsta última, ya que perrniti6 que en ciertos 

1 PETIT, Eugene. Tratado elemento ae derecho romano. 1 ea. 
Buenos Air�s, Argentina: Albatrcs, 1978. p.860-861 . 
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caso e: loe:, particulares recurrieran al arbitramento, pero 

siempre y wando fuE:·ran materiae. ajenas al orden público, 

de aquellas que se resuelvan por transacción o acuerdo 

arr.igable. 
2 

En materia de solución oe los conflictos colectivos ae 

trabajo, Colomtia adopt6 "la libertad sindical y la 

protección del derecho de sindicalización". 

En razón al convenio 98 de la O� I. T. se deben adcptar 

medidas adecuadas a las condiciones nacionales cuando ello 

sea necesario, para fomentar y estimular entre los 

empleadc-.res. y las organizaciones de empleadores, por una 

parte, y las organizaciones de trabajadores por otro, el 

pleno desarrollo y uso de procedimientos de ·negociación 

voluntaria,con . el objeto de reglamentar por medio de 

ccntratos colectivos, las condiciones de empleo. 

2
op.cit. p.861. 



2. DELIMITACION Y AREA DEL TRABAJO

2.1. DELIMITACION ESPACIAL 

En la inve�tigaci6n a realizarse, come un estudio de las 

influencias sociales que tiene el arbitramento en la 

legislaci6n colombiana y las condiciones de la actual 

sociedad, tomamos como referencia o área de estudio y 

análisis que se presentan en Colombia. 

2.2. DELIMITACION TEMPORAL 

Para la delimitaci6n ee nuestro tema tuvimos en cuenta a 

partir del Decreto 8946 de 1962 hasta la Ley 27 de 1976. 



3. JUSTIFICACION Y MOTIVACION

Dentro de la historia social, 

investigativos, se plantea la 

al lado de grandes campos 

necesidad de investigar 

fenómenos sociales que si bien ocurren coyunturalrnente, 

ponen en juego lo� elementos que trascienden la coyuntura 

y generan consecuencias de importancia. 

Para nuestro trabajo de investigación surge corno respuesta 

. a las expectativas creadas por fenómenos políticos, 

·económicos· y sociales sobre el arbitramento y vernos la

imperativa necesidad de contribuir a la interpretai6n y al

estudio de las influencias sociales que traerá corno

consecuencia este fenómeno.

A través de la sociología corno disciplina científica se 

pueden presentar alternativas y soluciones a problemas 

sociales y culturales que pueden experimentar la sociedad, 

en este caso como consecuencia los problemas del arbitra 

ment:o y las propuestas que conduzcan a la organizaci6n 

social, la e val uaci6n s isterr.át ica de los cambios que se 

presente. 



4.1. OBJETIVO GENERAL 

4. OBJETIVOS

En la investigación sobre los problerr.as de arbitramento en 

Colombia esperarnos encontrar elementos, hechos y fenómenos 

que nos permitan analizar los cambios y efectos jurfdicos 

que se presentan en el arbitraje laboral. 

4.2. OBJETIVOS ESPECIFICOS 

- Resolver por medio del arbitraje los conflictos en 

materia laboral. 

- Describir y explicar la din§mica de las . formas en los

procesos ·ae arbitramento. 

- Evaluar las disposiciones para la participación corno

pr§ctica concientizadora capaz de orientar la conducta 

colectiva. 



5. METODOLOGIA Y TECNICA

5.1. METODO 

Nuestra invest igaci6n la enfocamos aesae una perspectiva 

aialéctica, las teorías básicas que se enmarcan aentro de 

las luchas de clases y el cambio social. 

Con este enfoque y mediante un método de exposición, que 

parte de lo general a lo particular, esperamos poder 

presentar una explicación real de los efectos que traerá 

el arbitramento en Colombia y los ca!llbios que se puedan 

dar. 

5.2. TECNICAS'INVESTIGATIVAS 

Para desarrollar la investigaci6n 

siguientes técnicas: 

emplearemos las 

5.2.1. Técnicas de recolección de informaci6n.Partienao 

ael rnétoac dialéctico. 



10 

Tendremos en cuenta aatos recopilaaos por la Oficina ae 

Trabajo. 

5.2.2. T�cnicas ae an§lisis.La informa�i6n obtenida ser§ 

objeto ae aiscusi6n on personas ia6neas en el tema. 



6. MARCO TEORICO

A partir del articulo 4o. de la Ley 27 · de 1976 deberán 

adoptarse medidas adecuadas a las condiciones nacionales 

cuando ello sea necesario, para fomentar y estimular entre 

los empleadores y las organizaciones de empleadores, por 

una parte, y las organizaciones de trabajadores por otro, 

el pleno desarrollo y uso de procedimientos de negociación 

voluntaria, con el objeto de reglamentar por medio de 

ccntratos colectivos, las condiciones de empleo. 

El Informe de la Organización Internacional del Trabajo 

sobre .conciliación y arbitraje producido en 1969: el 

arbitraje puede definirse como aquella institución 

juridica · des,tinada a resolver un conflicto individual o 

colectivo planteado entre sujetos de una relación de 

derecho, cuya decisión se impone en virtud del compromiso 

adquirido en tal sentido por partes interesadas"
3

3Informato de la 
OIT .. Sobre 
p.18.

Organización Internacional del Trabajo. 
conciliación y arbitraje.· Ginebra, 1969. 
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El mencionado informe señala tres características del 

arbitraje. 

- El arbitraje es una institución jurídica destinada a

resolver conflictos en materia laboral. Surge como medida 

de aplicable cuando las diferencias e,<istentes entre las 

partes dan lugar a la perfección del conflicto que 

encierra una pretensi6n objeto del mismo.Es individual o 

colectivo.El arbitraje sirve igualmente a uno y a otro. 

Dentro de los colectivos es así mismo indiferente que se 

trate de conflictos jurídicos o de intereses: lo único a 

tener en cuenta es que el planteamiento de aquellos o de 

éstos otorga distinta significaci6n el lá.udo arbitral, 

fundado en derecho, en primer caso, y en equidad, en el 

segundo. 

- La peculiaridad del arbitraje reside en la intervenci6n

de un tercero provocado cuya decisión se impone. 

- E)( iste un 'tercero como en la mediaci6n, pero aquí la

decisi6n ae éste no tiene valor de mera propuesta, que es 

obligatoria en 

obligatoriedad 

la medida en que las partes la ac�pten. La 

del laudo arbitral no depende, pues, una 

vez dictado, de la voluntad d� las partes, sino de la 

fuerza interna de la misma decisi6n, emanada del tercero 

en cuestión. 



7. HIPOTESIS

El arbitraje como modo e�trajudicial de determinar los li 

tigios y precaver los eventuales. 

Debido al sistema de economfa planificada y dirigida, en 

los cuales se confiere a las organizac.iones profesionales 

a�tonomía �ara fijar las condiciones de trabajo y acordar 

los medios de solución en caso de conflictos. 
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